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LA POLÍTICA CRIMINAL 

1. La perspectiva del poder penal

Desde una perspectiva "política" (se trata del poder. no de la ciencia), la política criminal puede visualizarse como un conjunto de decisiones de la autoridad pública sobre el delito, es decir, sobre su definición y sus consecuencias penales abstractas; sobre su prevencion y su persecución, su juzgamiento y su castigo concreto, incluida la ejecución de la pena. Todas ellas deberían estar (no siempre ocurre así pues los responsables no piensan lo mismo o simplemente compiten por espacios de poder) orientadas por los mismos principios y enderezadas al logro de ciertos objetivos que se desprenden de una concepción ideológica determinada: entre nosotros. la que surge de la Constitución Política y los tratados internacionales sobre derechos humanos, incorporados a su mismo nivel por el artículo 5° inciso 2° de la Carta Fundamental.  Por cierto que aquellas decisiones de la autoridad estarán influidas, regularmente, por conflictos sociales concretos, la opinión que de ellos se forme la sociedad civil, las acciones que emprendan sus organizaciones  cívicas, etc.

2. Condiciones

Del sistema constitucional que todos ellos (Constitución Nacional y tratados) colaboran a construir, pueden extraerse las condiciones a que debe ajustarse cualquier programa elemental de política criminal. Por un lado, ese sístema establece los valores y bienes indíviduales (vgr. la vida, la libertad, etc.) y sociales (vgr. Ia moral pública") que reconoce como tales, a la vez que dispone las formas de su tutela, dándole contenido y límites a los poderes que a tal fin instituye. Para ello admite, incluso, que algunas conductas de los individuos puedan ser prohibidas y aun castigadas (artículo 9° de  la Constitución Política), pero sólo si perjudican a terceros, individualmente o en su organización social (artículo 19, N° 3, incs. 7° y 8° Constitución) y siempre que así se determine, por ley, antes de su acaecimiento. Por otro, organiza las funciones estatales de definir tales conductas, investigar su posible acaecimiento, juzgarlas y aplicar las consecuencias jurídicas previstas para su comisión (que no siempre son punitivas) poniendo tales tareas a cargo de órganos públicos (y a veces de particulares, vgr., querellante) diferentes, a los que indica cómo deben hacer para prohibir, perseguir, juzgar y punir. Por último (o por principio) fija como límites insuperables a todas estas actividades el respeto por la dignidad personal y los derechos que reconoce al individuo.
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Pero el sistema constitucional requiere también un esfuerzo de las autoridades que instituye, para que en el ámbito de la competencia que a cada una le asigna, cumplan con la responsabilidad de garantizar la vigencia de los derechos que reconoce al ciudadano, preservándolo de que ocurran o se repitan los comportamientos privados (de particulares) o públicos (de funcionarios) que prohibe por disvaliosos y perjudic'ales. Aquellas autoridades deberán, primero, procurar activamente remover las causas que puedan estimularlos: y después, desalentar su comisión, mediante el establecimiento de obstácu!os materiales o jurídicos a ello.

3. Noción

Podría decirse, entonces, que la política criminal es el sistema de decisiones estatales (de todos los poderes, incluido el Constituyente) que en procura de ciertos objetivos (que deberán ser la protección de los derechos reconocidos al individuo por su condición de tal o como miembro de la sociedad), define los delitos y sus penas (u otras consecuencias) y organiza las respuestas públicas, tanto para evitarlos como para sancionarlos, estableciendo los órganos y los procedimientos a tal fin, y los límites en que tales decisiones se deberán encauzar.

Si bien estos límites en la práctica muchas veces no se respetan, tal desvío también puede considerarse que integra la política criminal, pues aun cuando sea repudiable por ilegal, expresa decisiones de la autoridad estatal, tanto formales (vgr., delito de opinión) como informales (vgr., aprehensiones ilegales) que no pueden tolerarse y deben ser repudiados y corregidos.

Por cierto, que todas estas decisiones (y muchas otras más al respecto) deberán tomarse dentro del mismo marco ideológico político, que servirá de inspiración y de límite a cada una de ellas, de modo que exista coherencia entre todas las que se adopten. Ya señalamos que entre nosotros ese marco lo proporciona el sistema constitucional, que si bien reconoce el poder penal del Estado (prohibir y penar), lo concibe como extrema ratio para la tutela de los bienes que protege, y le impone límites infranqueables a su ejercicio (que en ciertos casos no toleran o no  requieren restricciones reglamentarias), derivados de la dignidad de la persona humana y de los derechos que se le reconocen a ésta por su condición de tal o por la situación de afectado potencial o real por aquel poder punitivo, que el sistema constitucional subordina a estos valores e intereses.

4. Interrelaciones

Esbozado así el campo de la política criminal como el de la definición, prevención, juzgamiento y castigo del delito, se advierte la interrelación entre estas actividades y la necesidad de un funcionamiento coherente de todas ellas en procura de lograr plasmar en la totalidad de estos ámbitos, los valores y los objetivos que la inspiran (o deberían inspirarla).

Esta concepción nos hará ver sólo como una deformación política  ‑resultante de una mal entendida especialización ‑, la actitud de muchos cultores del derecho penal y procesal penal, que se despreocupan de las condiciones sociales y políticas que favorecen el delito (o su incremento), y se concentran sólo en su mejor investigación y represión, sin advertir que la sociedad se preocupa, primero, por la existencia de la ilicitud que es la que pone en jaque los derechos de cada uno de sus miembros, y reclén después por las supuestas excelencias de su persecución, juzgamiento y castigo.

El procurar evitar la existencia o el aumento del delito, es decir, su prevención, debe ser parte de la política criminal.

5. La  prevención del delito

Si bien la amenaza de la pena, su imposición y su ejecución deberían contribuir a evitar los delitos, convirtiéndose en obstáculos jurídicos a su comisión (efectos de prevención general y especial que se atribuyen a la pena), la falta de comprobación empírica de esta aptitud preventiva (seguramente por la dificultad de experimentarla) la ha puesto en una zona de dudas y desconfianzas. 

También se asigna una función preventiva a la tarea policial, cuya función sería la de preservar el orden y la tranquilidad pública y en particular la de impedir que el delito exista, evitando que se cometa. Es la llamada actividad de «policía de seguridad". que se opone de hecho a la infracción del orden jurídico, como un verdadero obstáculo materíal a la cornisíón del delito.

Pero estas respuestas tradicionales deben fundirse en un enfoque integral de la problemática delictiva pues sólo así se podrá afrontar con re!ativa eficacia su pre.vención.

El mundo enfrenta en estos tiempos un proceso de cambios profundos que afectan sustancialmente las relaciones interpersonales, trayendo aparejado, a veces, consecuencias desfavorables en el desarrollo individual y social. Hoy son de candente actualidad el auge del delito organizado, el crecimiento del ilícito funcional y una fuerte expansión del delito común que presenta dosis de violencia ínédita. Esas mutaciones están relacionadas con la modificación de escalas de valores tradicionales, la crisis de los sistemas políticos, la evolución (revolución) tecnológica, los fenómenos migratorios internos y externos, los cambios en la estructura de la economía, el nuevo rol de los medios masivos de comunicación y la *'globalización informativa", el crecimiento desordenado de las ciudades, etc, con el consiguiente impacto que todo ello genera sobre las conductas individuales y la repercusión colectiva de éstas.

Esto hace conveniente partír de la idea que no puede concebirse la formulación de una política criminal aislada o indiferente de otras políticas públicas, porque el fenómeno delictivo está relacionado con los procesos históricos, políticos, sociales y económicos de un país. Por eso es que la antigua receta de leyes más severas y mayor eficacia policial y judicial, no proporcionará nunca soluciones de fondo, porque sólo opera sobre los efectos y la experiencia histórica ha demostrado que la prevención del delito es siempre más eficaz que su represión.

Todo lleva ineludibiemente a poner el mayor esfuerzo en la prevención en las situaciones individuales y sociales que favorecen el desarrollo de conductas delictivas. Por un lado, deben revisarse algunas prácticas políticas (vgr. el financiamiento de los partidos políticos) y muchos mecanismos de control de la actividad pública (vgr. órganos revisores de cuentas públicas), en cuyos pliegues se favorece la ilicitud funcional y se protegen delitos de particulares que causan especiales perjuicios. Por otro, hay que preocuparse por las distorsiones de la economía y la exclusión de los grupos sociales más débiles, la extrema pobreza, la desestructuración familiar, el analfabetismo o serníalfabetismo, la deserción escolar, el abuso de alcohol y drogas, la falta de capacitación y de oportunidades laborales, sobre todo para los jóvenes, la imposibilidad del acceso a la vivienda, el mal uso del tiempo libre, etc. Todo ello potenciado por una cultura consumista, que enaltece el éxito Individual y descree de la solidarídad.

También deberán atenderse (y controlarse) presiones o actitudes sociales (vgr‑ estigmatización de personas afectadas por el poder penal) o prácticas estatales (vgr. brutalidad policial), que por ser manifestaciones de la "violencia de arriba" generan también comportarnientos delíctivos.

6. Persecución,  juzgamíento y castigo del delito.

Por imperio de la realidad normativa (el Código Penal), el delito cuya comisión no ha podido prevenirse (es decir evitarse), por regla general debe (salvo los casos de acción privada) ser perseguido, juzgado imparcialmente y, si corresponde, penado en las condicIones que establece el sistema constitucional y que reglamentan los Códigos Procesales Penales.

Desde que el Estado prohibió la "justicia por mano propia" y asumió la obligación de "administrar justicia"  se fue apropiando de la realización de casi todas aquellas tareas, generando así un sistema de respuestas que se presenta como de dominio casi exclusivo de funcionarios públicos, con muy poca cabida para el control o la participación ciudadana, salvo los limitados casos de ejercicio exclusivo (acción privada) o conjunto (acción pública) de la persecución penal por parte del ofendido, o la nula intervención de particulares en los tribunales (jurados).

Esta situación es fruto de su precedente lógico, cuyo reexamen hoy se expresa en la pregunta sobre si el derecho penal debe cumplir una función exclusivamente punitiva en la sociedad, o si puede tener también entre sus fines la de buscar y lograr una solución pacífica del conflicto humano que subyace en el delito, como una alternativa a la pena. Al amparo de esta disyuntiva, hoy se profundiza el debate sobre si la procuración y la administración de la justicia penal son tareas exclusivas de funcionarios públicos, o si en ellas deben también participar los ciudadanos y, en su caso, las formas y alcances de esa participación. Véanse números 49 y 50.

Frente a la hipótesis de la comisión de un delito, el Estado impulsa su investigación en procura de verificar la existencia de la infracción que se presume cometida y lograr el eventual examen sobre su punibilidad (actividad acusatoria o de persecución penal). Superados afirmativamente estos interrogantes a través de un juicio imparcial en el que se respete la dígnidad del acusado y se garantice su defensa, se impone al culpable una sanción (actividad jurisdiccional). Pero estas actividades no se confunden entre sí, y son asignadas a diferentes funcionarios. Véase número 7.

De tal modo, la norma penal es actuada en el caso sometido a proceso. La hipótesis fáctica (ya verificada) que concretó el objeto procesal es encuadrada en dicha norma, cuyas consecuencias se hacen recaer sobre el autor. Queda cerrado así un ciclo: el infractor ha sido acusado, juzgado y castigado, Por eso es que se afirma que el orden jurídico que fuera alterado por la comisión del delito, ha sido reintegrado con la aplicación judicial de la pena amenazada al culpable (figura que hoy día no tiene la aceptación de que gozaba hasta no hace mucho tiempo).

Pero es bueno advertir desde ahora, que no en todo caso en que se admita que una conducta es delictiva (es decir, típica, antijurídica y culpable), ella será per​seguible y punible, pues el derecho muchas veces sacri​fica, total o parcialmente, la potestad represiva que ema​na de la norma penal, cuando así lo exijan otros intere​ses que se consideran ‑por diversas razones‑ más aten​dibles. ♣

Concepto y Elementos de la Política Criminal 

Su desvalorización socio‑cultural y la confianza irracional en el rigor penal.

La política criminal consiste en la estrategia del Estado para enfrentar el fenómeno de la criminalidad, integrada con determinados presupuestos en los cuales se funda, objetivos que se pretenden alcanzar e instrumentos idóneos para el logro de estos últi​mos, cuidando que entre cada uno de estos elementos  exista la necesaria coherencia.

Uno de los instrumentos de la política criminal es el sistema penal, esto es, el conjunto de elementos que intervienen en la creación, aplicación y ejecución de las normas penales.

Pero, además del sistema penal, la política criminal comprende todas las áreas de las políticas públicas vinculadas con el fenómeno de la criminalidad y su prevención. Así, el Estado puede y debe cumplir con su deber de prevenir la comisión de los delitos, no sólo a través del diseño e implementación de un sistema penal eficiente, sino que, además, mediante la adopción de políticas sociales orientadas a influir positivamente en los diferentes factores que influyen en la producción de la criminalidad. 

Así, por ejemplo, políticas públicas adecua​das en el campo de la familia, la educación, el trabajo, la vivienda, el diseño urbano, la cultura y recreación, entre otras áreas de la actividad estatal, pueden contribuir a prevenir el delito y disminuir la criminalidad.

El objetivo de este análisis está referido específicamente al sistema penal, como uno de los principales y más directos instrumentos de la política criminal del Estado.

Los delitos afectan ‑por lo menos algunos de los más graves‑ los más importantes derechos constitucionales y humanos de las personas, cuya protección constituye un deber del Estado, de acuerdo tanto con la Constitución como con los tratados internacionales sobre derechos humanos vigentes en Chile. (Art. 1.5 CPR: "Es deber del Estado resguardar la seguridad nacional, dar protección a la población y a la familia..."). De este deber del Estado de proteger los derechos de personas surge la obligación de desarrollar una política criminal eficiente orientada a la prevención y sanción de la delincuencia.

A pesar de la importancia que tiene la política criminal, a menudo no existe conciencia pública a este respecto, incluso a nivel de las autoridades del Estado. Así, mientras nadie discute la necesidad de contar con una adecuada política económica, educacional, laboral, agraria, etc., no existe la misma claridad respecto de la política criminal, la cual se encuentra comparativamente desvalorizada socio‑culturalmente en relación con las otras políticas públicas.

Una expresión de dicha desvalorización ‑quizás la más importante‑ radica en la confianza del público en las respuestas puramente represivas, que se traduce en la presión por aumento de las penas, la mantención de los procesados en prisión, la creación de nuevos delitos y, en general, el incremento del rigor penal.

Esta confianza irracional en la eficacia de la variable represiva se encuentra profundamente arraigada en la conciencia colectiva, a pesar de que no tiene fundamento científico alguno. Investigaciones criminológicas realizadas en todas partes evidencian que contrariamente a lo que se piensa por muchos, no existe relación entre, por una parte, el grado de represividad y por la otra, los índices de criminalidad. No es efectivo que a rnayor rigor del sistema penal corresponda menor delincuencia y que la menor severidad vaya aparejada de un aumento de criminalidad. Países homogéneos política y socio‑culturalmente que presentan similares índices de crirninalidad, tienen, no obstante, sistemas penales diferentes en cuanto al grado de represividad: unos más rigurosos, otros menos drásticos. Ello se explica porque el delito –sin perjuicio de la responsabilidad personal‑ es la expresión más aguda de complejos y graves conflictos humanos y sociales. El derecho penal, que, dada su naturaleza, recurre únicamente a la variable represiva, toca sólo la superficie del conflicto, por lo que tiene escasas posibilidades de influir positivamente en su solución.

La desvalorización de la politica criminal, que se expresa, como se dijo, en la confianza irracional de que el rigor penal excesivo es un instrumento eficiente para la prevención de la delincuencia, es una realidad socio‑cultural con la que debe contarse en el diseño e implementación de la política criminal, debiendo, al efecto, realizarse un esfuerzo especial en orden a persuadir al público acerca de la necesidad de contar con una política criminal racional, moderna, científicamente fundada, que contemple instrumentos idóneos para prevenir y enfrentar la delincuencia.

Debe demostrarse que la pura represión no sirve y que su exceso, como veremos luego puede ser hasta contraproducente. Se trata sólo de un recurso simplista ‑que no torna en cuenta la complejidad del fenómeno delictivo‑ y escapista, que actúa al modo de un tranquilizante por cuanto produce la falsa impresión de que el Estado sí está cumpliendo con su deber de prevenir la crirninalidad. Así, el Estado se libera de adoptar otro tipo de medidas que sí podrían contri​buir con mayor efectividad a la prevención de la criminalidad, como son, por ejemplo –aparte de las amplias posibilidades que se ofrecen a través de las políticas sociales‑ la racionalización y el perfeccionamiento del sistema penal, con el fin de hacerlo más eficiente en la persecución penal y de evitar sus posibles efectos criminógenos.

II.
Presupuesto y Objetivos de la Politica CriminaL

Presupuesto.

Los presupuestos de la política criminal de un rnoderno estado dernocrático de derecho están representados por los principios valóricos en los que ella se funda, los que deben ser desarrollados consistentemente por la legislación penal sustantiva, procesal penal y penitencia​ria e implementados en forma coherente por todos los actores y operadores del sistema penal.

Dichos presupuestos, de carácter ético social, están constituidos por los principios garantistas del Derecho Penal, concebidos dentro de nuestro ámbito cultural, desde el siglo XVIII en adelante, como límites del ius puniendi y que al decir de Von Liszt, representan un límite infranqueable de la política crirninal del Estado. Se trata de los principios de necesidad de la intervención penal (del que se derivan los de Última ratio de mínima intervención y subsidiariedad), de legalidad, lesividad, culpabilidad, propor​cionalidad, presunción de inocencia, derecho penal de acto, prohibición de la prisión por deu​das y de tratos crueles, inhumanos y degradantes.

Si bien no todos ellos tienen consagración positiva expresa en la Constitución y en los tratados internacionales sobre derechos humanos, se desprenden de estos últimos, toda vez que las limitaciones de dichos derechos ‑para ser legítimas‑, deben ser sólo las necesarias en una sociedad democrática.

Objetivos.

El objetivo de la política criminal es doble:

‑ Por una parte, la protección de los bienes jurídicos vitales, esto es, la función protec​tora‑preventiva del sistema penal, y

‑ Por la otra, la protección de los derechos de las personas (de todos y no sólo de los delincuentes), es decir, la función garantista del sistema penal.

Aunque normalmente se enfatiza sólo el primer objetivo, desde el siglo XVIII, con la Ilustración, se reconoce que el Derecho Penal tiene esa doble función. La razón radica en que el individuo debe estar protegido no sólo de los atentados a sus derechos, perpetrados por los delincuentes, sino que también de la actuación del propio Estado. La coacción penal, para ser legítima, debe ejercerse, no de cualquier forma, sino que con respeto de los derechos de las personas. Estos constituyen un límite del ius puniendi.
Los dos objetivos mencionados presentan, obviamente, tensiones entre sí, particularmente en situaciones de recrudecimiento o incremento de la delincuencia, que producen aumento de la inseguridad ciudadana. Misión de la política crirninal en un estado de derecho es procurar equilibrar adecuadamente ambos objetivos, de modo que la necesaria protección a los bienes jurídicos, que se lleva a cabo a través de la prevención, persecución y sanción de los delitos, se realice con cabal respeto de los derechos de las personas. Sólo de esta manera el sisterna penal adquiere legitimidad. En particular, debe evitarse la tentación demagógica populista de sacrificar los derechos de las personas en aras del cumplimiento (supuestamente) del objetivo preventivo.

En relación con los objetivos de la política criminal debe tenerse, además, presente que es posible diseñar instrumentos político crirninales que cumplan simultáneamente con ambos.

Contrariamente a lo que algunos piensan, el garantismo no se opone a la eficiencia. Eso es lo que ocurre, por ejemplo, cuando el sistema procesal penal encomienda la investigación y persecución penal a un órgano técnico especializado ‑Ministerio Público‑, con lo que se optimiza el objetivo protector‑preventivo, aumentándose la eficiencia del sistema, si al mismo tiempo conternpla un juez de la instrucción encargado de la protección de los derechos del imputado y se establece un correcto sistema de defensoría pública.

Es también lo que ocurre si se descongestiona el sistema penal mediante la introducción del principio de oportunidad en la persecución penal, si se contemplan salidas alternativas al juicio penal, si se prevé la detención provisional como una medida exclusivarnente cautelar de carácter excepcional, se descriminaliza la delincuencia de bagatela y si se reserva la pena de cárcel para los delitos rnás graves. Todas estas medidas son, por cierto, garantistas. pero al mismo tiempo contribuyen a hacer del sisterna penal un instrumento rnás efectivo en la prevención del delito y el control de la delincuencia: en efecto, los siempre limitados recursos del sisterna penal podrían así utilizarse más racional y eficientemente, concentrándolos preferentemente en la persecución y castigo de los delitos graves, que son los que causan rnayor inseguridad ciudadana.

La necesidad de la protección de la víctima.

En relación con el objetivo protector preventivo del sistema penal debe enfatizarse la necesidad de prestarle una adecuada protección a la víctima, que es la titular del bien jurídico protegido. Como se sabe, la victima ha sido la gran olvidada del proceso penal moderno. Esta postergación es particularmente notoria en el proceso penal de tipo inquisitivo, en que prevalece  ampliamente el interés abstracto del Estado en el esclarecimiento y sanción de los delitos por encima de los intereses de las víctimas concretas, más interesadas, sobre todo en las situaciones de criminalidad menos graves, en la reparación que en el castigo.

Un sistema penal verdaderarnente interesado en proteger los intereses de las víctimas podría:

‑ Ampliar el espectro de los delitos de acción privada, permitiéndole a la víctima deducir la acción penal de una manera rnás acorde con sus intereses, incrementándose así la posibilidad de obtener, mediante acuerdos reparatorios con el autor, soluciones satisfactorias.

‑ Posibilitar, a través del sistema procesal penal en los supuestos de criminalidad leve y mediana, acuerdos reparatorios entre autor y víctima, que en la medida, en que sean satisfactorios para esta última, permitan prescindir de la respuesta penal. La política criminal contem​poránea considera que dichos acuerdos no sólo son positivos para la víctima, sino que también cumplen una función resocializadora y de pacificación social, en una medida por cierto apre​ciable mayor que la reacción represiva;

‑ Contemplar incentivos penales ‑como, por ejemplo, la rebaja de  la pena‑ en caso de la devolución de las cosas sustraídas o ilegítimamente obtenidas (hurtos, robos, defraudaciones) o de la entrega de menores o adultos privados de libertad (sustracción de menores, secuestros);

‑ Contemplar medidas eficaces de protección a la víctima a ser adoptadas en el proceso penal por parte del Ministerio Público o del juez;

‑ Crear Centros Públicos de Asistencia a las Victimas, donde se les brinde ayuda legal, médica ‑en su caso‑ y asistencial.

Hacia una Política Criminal Eficiente.

Es deber el Estado ‑como garante de los derechos de las personas‑ desarrollar una política criminal lo más eficiente posible para la prevención y sanción, los delitos. Uno de los instrumentos ‑no el único‑ de que dispone el Estado para cumplir con este cometido, es el sistema penal. Es preciso, pues, tener claridad sobre las posibilidades y límites del sistema penal, con el fin de utilizarlo adecuadamente y de no hacerse falsas expectativas a su respecto. En primer lugar debe precisarse que el objetivo del sistema penal no es, ni podría serlo, el de erradicar la delincuencia, sino que uno más modesto: procura, disminuirla o, cuando menos, mantenerla controlada dentro de límites razonables. El delito, desgraciadarnente, es un fenómeno inevitable, como la enfermedad y la muerte, consecuencia como es de la imperfec​ción del ser humano y de la sociedad. Toda sociedad, por lo tanto, debe acostumbrarse a vivir con una dosis inevitable de criminalidad, sin perjuicio, naturalmente, de hacer los máximos esfuerzos por disminuirla en la medida de lo posible. (La única doctrina que ha planteado como

meta la supresión de la delincuencia es el marxismo no ortodoxo utópico, toda vez que, de acuerdo con esa posición, la ideal conformación de las relaciones sociales que se alcanzaría una vez construido el comunismo, haría desaparecer las causas que producen la delincuencia).

El sistema penal puede llegar a ser, por cierto, un instrumento útil para prevenir la delincuencia y controlarla, a condición de que se tengan presentes sus limitaciones y posibili​dades. Como instrumento que es, debe utilizárselo adecuadamente, si se quieren conseguir los objetivos perseguidos. Su rnala utilización puede producir el resultado de no sólo no ser eficaz, sino el de agravar los problemas que pretendía resolver. Esto es lo que le ocurre, por ejemplo, cuando se diseñan e implementan instrumentos excesivamente rigurosos que producen efectos criminógenos.

Necesidad de una fundamentación científica de la política criminal‑

        El presupuesto básico de una política criminal eficiente es que ella se encuentre científicamente fundada en el conocimiento de la realidad fáctica, tanto en lo que se refiere al fenómeno delictivo  ‑frecuencia y tendencias de los delitos, características de los autores y de las víctimas, relaciones entre ambos, horas, lugares y medios de comisión, motivaciones y fines,  niveles de organización, etc.‑ como al funcionamiento del sistema penal. es decir, la información sobre el comportamiento de sus actores (legislador, policía, jueces, autoridades penitenciarias), decisiva para evaluar la efectividad del sistema y sus necesidades de perfeccionamiento como instrumento de la prevención, persecución y sanción de los delitos.

Sólo un conocimiento científico de la realidad permite diseñar e implementar instrumentos político crirninales correctos, como asirnismo establecer prioridades y orientar adecuadamente la inversión y canalización de los recursos del sistema penal, utilizándolos racionalmente, de modo de obtener su óptimo aprovechamiento.

El conocimiento de la realidad delincuencial y del funcionamiento del sistema penal se obtiene a través de estudios e investigaciones empíricas y de la implementación y análisis de adecuados sistemas de estadísticas policiales, judiciales y penitenciarias integradas, realizados por equipos interdisciplinarios integrados por juristas, sociólogos, psicólogos sociales,metodólogos y estadísticos, con el apoyo informático correspondiente. ♣
DERECHO PROCESAL PENAL. 

Concepto.

Es el conjunto de actividades y formas mediante la cual los órganos competentes preestablecidos en la ley, observando ciertos requisitos, provee a la realización, mediante juzgamiento, de la ley penal en un caso concreto.

Evolución histórica.
Es una de las ultimas ramas en nacer y, por ende, en desarrollarse, por varias razones:

· El propio Derecho Penal tarda en desarrollarse. Como dice Florian " los romanos tan sabios en el Derecho Civil, y los juristas de la Edad Media, no supieron elevar al Derecho Penal al sitial y nivel filosófico necesario.". Solo Beccaria, movido mas por el sentimiento que por un sentido rigurosamente científico, toca el tema del delito y de las penas, seguido luego por un gran numero de pensadores.

· La venganza y la composición, verdaderos tratados de paz, eran los únicos medios de solucionar los litigios, lo que impide el desarrollo de un proceso penal.

· El delito primitivamente era equiparado al daño, eran sinónimos, en consecuencia en todos los tiempos primitivos existía una unidad de acción civil y penal. No hay diferencia en el cumplimiento de una acción civil y un delito, y por ende hay un solo medio para restablecer el derecho, de orden privado.

En Egipto, por ejemplo, se consideraba delito la violación de un contrato, con lo que se confundía la acción penal y civil.

En las leyes Brahamánicas era delito la infracción de todo derecho.

Solo con la evolución jurídica se comienza a ver en los delitos, especialmente en aquellos mas graves, no solo una ofensa o un daño a la víctima, sino que también una ofensa a la sociedad toda, al orden moral. Ya no basto la indemnización, también era necesario una sanción punitiva personal, ya no basto la transacción, y la venganza ya había sido dejada de lado. Ya en las Leyes Mosaicas se decía que " no se recibirá precio de aquel que es reo de sangre, sino que el mismo morirá.".

En nuestro país existió la transacción en materia penal, durante la vigencia de la legislación hispana, las Siete Partidas. Solo en 1831 en el gobierno de J.J.Prieto, se dictó una ley que prohibe la transacción en materia penal, circunscribiéndola solo a lo civil.

Esto trajo como consecuencia el nacimiento de una nueva acción, pública y punitiva, que impulsa el desarrollo del proceso penal.

Situación actual.
Considerando el campo de acción del Estado en la prevención de la criminalidad, encontramos tres fases:

1. Fase legislativa, en que se describe el delito y se señalan las penas. Se trata de una conminación abstracta, puesto que la ley penal solo se va a aplicar cuando en la realidad acaezca el delito descrito.

2. Fase de investigación, en que la función del Estado se desenvuelve a través de un órgano denominado Ministerio Público, en el sentido de determinar la existencia de un delito siempre que el hecho descrito en la ley exista, y sea demostrada su realidad, formula enseguida una inculpación frente a un sujeto, de ser responsable de ese hecho.

3. Fase jurisdiccional, en que la función del Estado se desenvuelve para terminar ordenando la aplicación de la ley penal en el caso concreto. Este momento responde a la exigencia de que el derecho penal sea aplicado por los órganos jurisdiccionales competentes.

4. Ejecución de la pena, es la pena indicada en la etapa anterior, el Estado la ejecuta.

De todo esto resulta que cometido el delito surge para el Estado el derecho a sancionar, a penar al culpable, y surge en el delincuente el deber de soportar esa sanción.

El delincuente tiene derecho a que el Estado no lo castigue con una pena mayor o distinta a aquella que señala el legislador.

Este conjunto de derechos y deberes constituye una relación procesal penal.

Es distinta esta relación a la que se produce en materia civil; allí se trata de  una relación secundaria y eventual, desde el punto de vista del derecho subjetivo, pues el derecho subjetivo civil puede aplicarse sin necesidad de proceso, el proceso para componer el litigio es solo secundario, pueden las partes llegar a un acuerdo solas. En cambio en materia penal la relación es necesaria, sin proceso no se puede aplicar una pena.

Esta naturaleza necesaria de la relación jurídica procesal trae consigo la necesidad de que exista un órgano publico capaz de iniciar, de dar el impulso para el inicio de la acción penal; este es el Ministerio Publico. 

La pena solo debe aplicarse en cuanto un delito exista y se encuentre  determinado el delincuente.

La pena social exige que el Estado o la sociedad no provoque necesariamente una sentencia condenatoria, sino que una sentencia justa. Por tanto en el proceso penal no siempre hay conflictos, no hay contienda de intereses, y esto nos lleva a otra característica, nos lleva a que al inculpado se le otorgue la más amplia garantía de defensa, garantía que puede hacer valer por todos los medios a su alcance para evitar una sanción injusta, 

La finalidad es un resultado objetivo tendiente a la verdad, vale decir, tendiente a la condena del culpable y a la absolución del inocente.
Sistemas procesales penales.
El criterio fundamental para distinguir las dos formas históricas del proceso penal, depende del mecanismo como actúan en las tres funciones principales del proceso:

· Acusación; si se atribuye a un individuo un delito debe haber alguien que lo impute.

· Defensa; si el objeto del proceso penal es una relación jurídica, el acusado tendrá derecho a defenderse, a rebatir esa acusación.

· Decisión; Es la función eminentemente practica y que define la relación del derecho penal, quien tiene la razón.

Si cada una de estas funciones se encuentran encomendadas a sujetos distintos, estamos frente al sistema acusatorio, donde hay un acusador un defensor y un juez, constituye un proceso entre partes.

En cambio si estas tres funciones están entregadas a un sujeto, o al menos dos de ellas, estamos frente al sistema inquisitorio. En este sistema el juez tiene a su cargo todas las funciones, originándose un proceso unilateral en que el funcionario desempeña toda clase de actividades. El sistema moderno es una mezcla, un sistema mixto.

1.- Sistema acusatorio.

Es el primero que se desarrolla históricamente, y ello se explica puesto que en el delito y en la pena prevalecía el interés privado, no había otra forma de regular un proceso mientras se confunde lo civil con lo penal, el delito con el daño, es obvio que no puede iniciarse ninguna causa sino a instancia de la parte interesada.

Es un proceso que requiere libertades políticas, especialmente que prevalezca la soberanía popular, que el pueblo intervenga en esta "cosa publica".

El elemento básico de este sistema es que nadie puede ser arrastrado a juicio sin acusación que un soberano sostenga en su contra ante un juez competente.

En una primera época solo podía acusar el ofendido o su cónyuge. Mas adelante, cuando en el delito se comienza a ver una ofensa a la sociedad, se permite que cualquier ciudadano pueda deducir acusación. De aquí nace la distinción que se mantiene hasta nuestros días entre:

· Delitos ofensivos a la sociedad toda, susceptibles de acusación publica, de acción penal publica.

· Aquellos en que el ofendido es solo un ciudadano, la víctima, solo lesiona un interés privado, y en ello se motiva el que el impulso, la acusación, solo pueda provenir del ofendido o su cónyuge.

En nuestro país la regla general es la acusación penal publica, con excepciones como la injuria.

Características.
1. - El juez no es un representante del pueblo ni del estado, ni ha sido elegido por el pueblo, el juez es el pueblo mismo, o a lo menos una parte de él, si es muy numeroso, elegido al azar. En el derecho anglosajón se infiltra esta idea en el juicio de los pares (nobles juzgan a nobles).

2. - El juez no funda su sentencia, se limita a pronunciar un monosílabo, culpable o inocente (jurado). Tiene esto una doble explicación:

· Una razón de carácter político, el pueblo como juez es soberano, no debe rendir cuentas a nadie.

· Una razón de carácter técnico, el que el fundar una sentencia implica efectuar razonamientos mas o menos complicados sobre los hechos. el derecho, la doctrina, la ley, y al pueblo no se le puede exigir una cultura técnico-jurídica adecuada para hacerlo.

3.- Derivado del hecho que el juez es soberano, sus sentencias son inapelables, solo procede una especie de recurso de casación que puede realizarse si no se han observado las reglas de ritualidad y si la ley no ha sido aplicada.

4.- El juez permanece inactivo, es un verdadero duelo entre acusador y acusado, el juez no tiene poderes discrecionales ni siquiera de iniciativa propia para generar medios de prueba. El juicio genera siempre una relación contradictoria entre acusado y acusador, lo que uno afirma y otro niega.

5.- La contradicción es necesaria y fundamental, sin ella el proceso no puede continuar, si desaparece el acusador no hay posibilidad de dictar sentencia, o el propio acusador que se desiste puede ser castigado. Si el acusado confiesa simplemente, se le condena sin debate alguno entre los jueces, el jurado se retira.

6.- Se juzga mas bien por el aspecto material de las pruebas.

7.- Los actos son públicos.

8.- El proceso es oral.

Carrara agrega como características:

9.- Plena publicidad.

10.- Libertad del acusado hasta el pronunciamiento de la sentencia, se requiere de igualdad para el debate.

Ni aun el sistema acusatorio mas puro se ha librado de algún elemento del inquisitorio, puesto que cuando se ignora quien es el culpable de un hecho deberá realizarse una labor de investigación previa, que es inquisitoria.

Carrara dice que este sistema representa la máxima garantía para el acusado, pero deja en grave peligro la tutela del derecho y solo es posible admitirlo en un pueblo eminentemente educado en las virtudes cívicas.

2.- Sistema inquisitivo.

Es el inverso del anterior:

a.- El juzgador es un técnico, un funcionario nombrado por autoridades publicas, un representante del estado superior a las partes. Su nombramiento se debe a su capacidad técnica.

b.- El proceso mismo es una verdadera encuesta técnica tendiente a descubrir la verdad, por lo cual, aun cuando el ofendido se desista, el proceso de investigación debe continuarse.

c.- El juez no es un espectador sino que tiene iniciativa propia y poderes discrecionales para investigar. Importancia fundamental tiene en este proceso la confesión, el juez no llega a la condena si no ha obtenido la confesión, y por eso se usaba cualquier medio para obtenerla, incluso el tormento.

d.- Aquí no hay conflicto entre partes, es un proceso técnico

e.- La sentencia es apelable.

f.- Todos los actos son escritos.

g.- Todos los actos son secretos.

Carrara agrega:

h) - El concurso secreto del denunciante que informa sobre el delito.

i) - La encarcelación preventiva del acusado y su absoluta segregación.

Ventajas e inconvenientes.
Pone fin al derecho penal privado, el delito no es el daño particular sufrido por el individuo, sino un hecho ofensivo a la sociedad toda. Ello reafirma la potestad punitiva del estado.

El juez no es un ciudadano cualquiera, tiene que ser un técnico.

Algunos autores agregan como ventaja el sistema escrito sobre el oral, el profesor Tapia no esta de acuerdo.

El defecto sustancial es el que reúne en una sola persona al juez y el acusador. Creen algunos autores que para paliar este defecto es que se crea el ministerio publico.

El secreto tan absoluto es evidentemente un defecto.

3.- Sistemas mixtos.
Tienen su origen en la revolución francesa. Transforma el sistema inquisitorio, el que, principalmente por la acusación secreta, era defectuoso. La asamblea constituyente le dio al proceso una nueva forma, dividiéndolo en dos partes:

- Una secreta, fase que comprende la instrucción.

- Una oral, publica, correspondiente mas o menos al sistema inquisitorio.

Esta nueva forma de procedimiento adquiere realidad legislativa en el código de instrucción criminal, de 1808. Se extiende a Prusia en 1846 y de ahí a casi todos los países civilizados.

Características.
No es posible precisar con exactitud sus características, las que dependen de la mayor o menor prevalencia de uno u otro sistema.

En realidad se trata de dos procesos distintos, uno inquisitorio, y uno con ciertas características del acusatorio.

El sistema mixto presupone la existencia de un oficial especializado, capacitado, que tenga el poder y el deber de denunciar los delitos, y de sostener ante la justicia su prosecución.

El Ministerio Publico se creo no solo para iniciar, sino también para impulsar, sostener la acción penal. Como representante de la sociedad debe ser imparcial, y en consecuencia indiferente al resultado final.

-1er período; Instrucción:

1.  Escrita.

2.  Secreta.

3.  Encarcelación preventiva, por tanto, segregación de su medio del inculpado.

4.  Dirección de la investigación por el juez, con mayor o menor intervención, o incluso subordinación, del Ministerio Publico.

5. Intervalos no precisados entre un acto y otro.

6. Trámites no preordenados.

7.  Decisión secreta y sin defensa, o solo con defensa escrita, en lo  relacionado con sus posibles peticiones de excarcelación o con el envío del proceso al juicio.

Este período termina con el decreto de envío a juicio.

-2º período; Acusación (parecido):
1.  Nace la publicidad.

2.  Se debe emitir por el ministerio publico el libelo de acusación en contra del inculpado.

3.  Comienza a prepararse el juicio publico.

4.  Se le da comunicación al acusado y a su defensa de todos los actos de la instrucción.

5.  Se da noticia de las pruebas de las cuales se valdrá la acusación en este juicio propiamente tal, y se señalan las pruebas que la defensa hará valer en el juicio.

6.  Prácticamente se repite por completo, en audiencias verbales, la 1ªfase, sino los escritos no tienen valor. Se recuerda a la ratificación de los testigos en el plenario.

7.  En esta audiencia publica el acusador debe reproducir y sostener su acusación. El acusado debe formular sus descargos, y el defensor debe exponer las razones.

8. La sentencia debe ser leída en público.

Ventajas del sistema.
1. - La publicidad del proceso, en la segunda parte, representa una garantía para el acusado, agrada al fin político del juicio al reafirmar en el pueblo la fe en la justicia al presenciar todos sus actos abiertamente, "dificultando la aparición de lo falso bajo apariencia de verdad", según dice Carrara.

2. - Evita la sorpresa, como dice Carrara "la mayor enemiga de la verdad".

El Código de Procedimiento Penal de 1906 sigue en términos generales este sistema mixto, con dos etapas muy marcadas, la una el sumario, secreta, normalmente con encarcelamiento, en que el juez dirige la investigación, y termina con una resolución que "declara cerrado el sumario", y comienza la segunda etapa, que es el verdadero juicio, que comienza con una acusación, prosigue con una defensa, luego viene el período probatorio para enseguida dictar una sentencia. Hasta 1927 contempló un organismo que debía sostener la acción y acusar, el Ministerio público, constituído por los promotores fiscales.

Pero el DFL 426 del 26 de Febrero de 1927, suprimió a los promotores fiscales, y el Ministerio Publico se mantuvo prácticamente solo en la 2ª instancia, traspasando muchas de las facultades de éste al juez, de lo que se da la incongruencia en Chile que el juez es el que acusa.

EVOLUCION HISTORICA DEL PROCESO PENAL EN CHILE.-
Al igual que en los demás países de la región, el punto de partida está en la legislaciòn española impuesta a partir del descubrimiento de América, pues la legislación indígena resultó irrelevante en el diseño de los sistemas legales de las colonias hispanas.

El sistema implantado en las colonias por España corresponde al sistema inquisitivo, que aquélla había adoptado  en las Siete Partidas, entre los años 1263 y 1265.

La Independencia y el surgimiento de la nueva República no se tradujeron en la derogación de la legislación española, que siguió rigiendo en lo fundamental hasta la dictacion del Código de Procedimiento Penal en 1906, y aún en éste se mantienen las estructuras básicas del sistema inquisitivo. Este Código, que entró en vigencia en marzo de 1907, ha sido el cuerpo legislativo que ha regido prácticamente sin modificaciones estructurales hasta la fecha. Sus orígenes atienden a varias fuentes, entre las que destaca la legislación colonial española que se aplicó hasta su entrada en vigencia; las leyes de Enjuiciamiento criminal españolas de 1852 y 1882, que le sirvieron de modelo, y algunas normas jurídicas nacionales contenidas tanto en la Constitución de 1833 como en otras leyes dictadas en la segunda mitad del siglo XIX, entre las que detacan las de Garantías constitucionales de 1884 y 1891, que introdujeron una serie de garantías procesal penales y que luego fueron recogidas en forma expresa por el Código de 1906. De este modo se estructuró un proceso penal de carácter inquisitivo, siguiendo así al modelo desarrollado en Europa continental a partir del siglo XIII, y no obstante que este modelo comenzó a ser abandonado en esos mismos países a fines del siglo XVIII y definitivamente durante el transcurso de XIX. El movimiento liberal generado a partir de la Revolución Francesa significó una transformaciòn relevante del sistema inquisitivo por medio de la instrucción del juicio oral y público, la participación de los ciudadanos a través de los jurados, la separación de las funciones de investigación y juzgamiento y la creación del Ministerio Público como encargado del ejercicio de la acción penal. Todo ello se tradujo en un proceso de codificación que se inicia con la dictación del Código de instrucción criminal francés de 1808 y luego se expandió por el continente europeo con la dictación de códigos de similar inspiración en países como Austria (1873), Alemania (1877), España (1882) y Noruega (1887), entre otros. El resultado fue un sistema mixto o inquisitivo reformado, que preservó una instrucción de orientación claramente inquisitiva, a cargo de un juez instructor, y una segunda etapa con acento acusatorio, el juicio oral.


Sin embargo, el Código de 1906, en lugar de utilizar la legislación española  de 1882, que establecía un proceso penal de carácter mixto o inquisitivo reformado,siguió el modelo inquisitivo puro de la ley de 1852. Situaciones similares ocurrieron en el resto de la región. Resulta de este modo que el diseño de las principàles estructuras del proceso penal chileno se vincula de manera directa con el modelo de enjuiciamiento preliberal, correspondiente a una época anterior al desarrollo de los estados democráticos de derecho y a la concepción del individuo como un sujeto de derechos frente al poder estatal. Por otra parte, se trataba de un modelo completamente obsoleto en dicha época, en cuanto había sido abandonado, al menos en su versión tradicional, por los propios países europeos en los cuales se había desarrollado.Tanto fue así que en el propio Mensaje del proyecto de Código, el Presidente de la República  pidió disculpas por consagrar un sistema de tal naturaleza, lo que se justificaba, en ese entonces, por la pobreza del país y la escasa densidad de población en importantes zonas geográficas.

Críticas al sistema procesal penal vigente.

Generalidades.

Es posible afirmar que el nuevo Código Procesal penal debe su existencia, en gran medida, a las numerosas críticas formuladas con serio fundamento desde diversos sectores en contra del sistema de enjuiciamiento criminal existente y del modelo de tipo inquisitivo que encarna.

Se ha llegado a sostener que dicho sistema se encuentra francamente colapsado, toda vez que no es capaz de ofrecer una solución adecuada, eficiente y oportuna a los problemas que plantea la investigación criminal en la actualidad, en términos de dar una respuesta satisfactoria a la sociedad enfrentada a la criminalidad y de ofrecer, al mismo tiempo, instancias y mecanismos que se inserten dentro de las normas de un justo y debido proceso.

Por este motivo es preciso referirse a ellas, aunque sea de manera somera, para tratar de entender, además, cómo pudo ser posible que se sustituyera todo el sistema procedimental actual basado en el Código de Procedimiento Penal, vigente desde el 1 de Marzo de 1907, por uno completamente nuevo en sus objetivos, forma y contenido, inspirado en otro modelo, esta vez, de tipo acusatorio.

Las críticas referidas reconocen dos grandes vertientes: la primera, consistente en que el Juez del Crimen, debido a su papel de "Juez Inquisidor" debía y debe asumir todos los roles posibles dentro del procedimiento criminal; y la segunda, relativa a la falta de preocupación que advierten los críticos por los derechos fundamentales de la persona que, según afirmaron, ha conducido a su permanente trasgresión.

Analizaremos, a continuación, las principales críticas esgrimidas en contra del sistema judicial y procedimental penal de nuestro país.

a.‑ Modelo inquisitivo, ausencia de juicio contradictorio

Una de las críticas más severas esgrimidas en contra del sistema de enjuiciamiento criminal contenido en el Código de Procedimiento Penal, consiste en que él se encuentra impregnado por el modelo "Inquisitivo", tomado de la legislación española, en boga en Europa a partir del siglo XIII.

En virtud de dicho modelo, el juez debe asumir diversos roles que lo conducen a dirigir la investigación del hecho supuestamente punible, a reunir las pruebas o evidencias, sin intervención ni contradicción del inculpado, a acusarlo y luego a condenarlo, si ha adquirido ese convencimiento a través de la sustanciación del proceso.

Para estos efectos la investigación referida, al menos en su primera fase, requiere ser secreta y con un actor único: el juez.

Sobre estos respectos se señala en el Mensaje con que fue enviado el Proyecto de Código Procesal al Congreso que, "el mayor defecto del sistema penal en Chile es que carece de un genuino juicio contradictorio que satisfaga las exigencias del debido proceso." Se agrega que "el proceso penal en Chile posee una estructura inquisitiva, absolutista y secreta".

No obsta a la conclusión anterior, se arguye, la circunstancia de que en el procedimiento penal chileno se contemple una etapa de carácter pública y contradictoria, denominada plenario, puesto que, en la práctica, ella reviste escasa importancia como lo revela el examen de los diversos procesos criminales sustanciados en nuestro país. Por tal motivo, en definitiva la sentencia se funda, normalmente, en las pruebas producidas durante la etapa de sumario en que no hay controversia ni discusión en cuanto a su legalidad, procedencia, examen y valor probatorio.

Por otra parte, el establecimiento de la verdad histórica resulta ser un imperativo para ese juez inquisitivo y, para lograrlo, no puede prescindir de la confesión policial o judicial del inculpado, que, desde luego, es la persona más enterada de los hechos investigados ya que  supuestamente ha participado en ellos en forma personal. En el nuevo modelo, en cambio, se enfatiza en el derecho del imputado de no prestar declaración ante la policía, el fiscal o el juez, si no lo desea, acerca de lo cual, incluso, debe ser advertido previamente.

En suma,  de acuerdo con el modelo inquisitivo adoptado por nuestro país y dentro de un procedimiento normalmente secreto, el juez era y es (ya que el sistema sigue rigiendo en la mayoría de las Regiones del país) :l)investigador; 2)acopiador de pruebas o evidencias; 3)acusador fiscal en nombre de la sociedad; y 4)sentenciador con respecto a su propia acusación.

b.‑Falta de preocupación por los derechos humanos.

La preocupación por los Derechos Humanos y por los mecanismos procesales que hacen posible su ejercicio dentro de un juicio crimínal, ha ido creciendo con el tiempo, en la misma medida en que se han ido acrecentado las críticas al modelo inquisitivo, por estimarse que dicho modelo no los ha respetado satisfactoriamente. Esta ha sido, precisamente, la observación más reiterada que se ha formulado al sistema procedimental vigente que se ha culpado de no respetar debidamente los derechos y garantias de orden procesal en la sustanciación de los juicios criminales, especialmente con respecto al imputado.

Cabe señalar que los Derechos Humanos han sido un factor que ha estado siempre presente en las peticiones de reforma de los sistemas de enjuiciamiento criminal en diversos países latinoamericanos. No debemos olvidar que en los regímenes totalitarios y dictatoriales ha existido un escaso respeto por estos derechos por lo que no es extraño que el abandono del modelo inquisitivo en estos países haya coincidido, en alguna medida, con la instauración de sistemas democráticos de gobierno.

El reconocimiento de los Derechos Humanos o Derechos Fundamentales de la persona, así como las Garantías de orden Procesal, que hacen posible su ejercicio, se contienen en la Constitución  de los diversos países y también en los Tratados o Convenciones de carácter Internacional. Estos últimos pasan a tener vigencia obligatoria en los países signatarios que los han ratificado legalmente, como ocurre en nuestro país con respecto a diversos Pactos de este carácter. Cobran especial relevancia en esta materia, el "Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos" de 1966, ratificado por Chile el 10 de Febrero de 1972 y publicado en el Diario Oficial el 29 de Abril de 1989, y la "Convención Americana de Derechos Humanos" de 1969, llamada también "Pacto de San José de Costa Rica", ratificado por Chile el 21 de Agosto de 1990 y publicada en el Diario Oficial el 5 de Enero de 1991.

c.‑ Principio de inocencia incumplido.

Se postula, asimismo, como una de las críticas más persistentes, la circunstancia de que no se ha dado aplicación debida al principio de inocencia, que, si bien, no se encuentra expresamente reconocido en la Constitución Política de la República, tiene consagración legal en el Art.42 del Código de Procedimiento Penal y en los dos Tratados Internacionales mencionados en el párrafo anterior.

El Art.42 previene que "A nadie se considerará culpable de delito ni se le aplicará pena alguna sino en virtud de sentencia dictada por el tribunal establecido por la ley, fundada en un proceso previo, legalmente tramitado; pero el ímputado deberá someterse a las restricciones que con arreglo a la ley se impongan a su libertad o a sus bienes durante el proceso".

Bastante más explícita resulta la consagración de este principio en los Tratados citados. Así el primero de ellos expresa "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley" y el segundo, denominado‑‑‑Pactode San José de Costa Rica", establece: "Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad."

Se agrega por los críticos que la circunstancia de que no se haya dado estricto cumplimiento a este principio de inocencia que, como puede observarse, tiene un carácter internacional, ha traído como consecuencia, que no se le hayan reconocido al ímputado el ejercicio y goce de determinados derechos durante la sustanciación del juicio, o al menos, no se le haya proporcionado por la policía o por sus juzgadores, un conocimiento acerca de la naturaleza y entidad de esos Derechos con el objeto de que los haga valer cuando es privado de libertad. Esta situación de desconocimiento, se concluye, ha conducido, muchas veces a que sea tratado como culpable de un delito antes de que se dicte sentencia condenatoria en su contra.

Como veremos más adelante, este principio, conforme a lo dispuesto por el citado Art. 42 del Código de Procedimiento Penal, admite actualmente restricciones legales. Entre ellas debemos mencionar especialmente la norma del Art.274 de dicho Código que permite someter a proceso al inculpado precisamente por existir presunciones fundadas en orden a que ha tenido participación en el delito como autor, cómplice o encubridor y que tiene la virtud de convertir su detención en prisión preventiva.

Además pueden citarse las disposiciones que integran el sistema de prisión preventiva, entre ellas, las que perirtiten fundamentar constitucionalmente la mantención de la privación de libertad del inculpado contenidas en la letra e) del N* 7, del Art.19 de la Constitución Política de la República y que repite y explicíta el Art.363 del Código de Procedimiento Penal.

Sin embargo, se sostiene que incluso se ha hecho un mal uso de estas disposiciones ‑de carácter restrictivo y excepcional‑ por los tribunales, en razón de que se recurre con demasiada frecuencia a la prisión preventiva durante la tramitación del juicio, especialmente, en su etapa de sumario, olvidando el principio de inocencia consignado en el citado Art. 42 del Código de Procedimiento Penal y en los dos tratados internacionales mencionados.

d.‑ Prolongación indebida de la prisión preventiva.

La excesiva prolongación del juicio criminal, comprensiva de sus etapas de sumario y de plenario, a lo que hay que agregar, en ocasiones, algunas medidas para mejor resolver, determinan que, en forma justificada o no, se mantenga la prisión preventiva de los procesados durante largo tiempo, entendiéndosela ligada al curso del juicio criminal.

Se señala que no se ha aplicado, como debiera serio, la norma general del Art.356 del cuerpo de leyes referido, que proclama que "La libertad provisional es un derecho de todo detenido o preso", haciendo caso omiso además, del principio de inocencia al que nos referimos recién.

Esta ha sido una las situaciones más criticadas por abogados y profesores de Derecho Penal, ya que implica una privación de libertad sin condena, y, en ocasiones, el cumplimiento anticipado de ellas, total o parcialmente.

Se trata de un tema altamente discutible y sobre el cual podemos afirmar que la opinión pública se halla muy sensibilizada merced a los medios de comunicación que constantemente publican y difunden comentarios e informaciones, de tipo sensacionalista, a propósito de delitos y de crímenes cometidos con violencia o gravemente dañosos, y en que las víctimas aparecen pidiendo la imposición de elevadas penas para sus presuntos autores.

Muchas veces, incluso, se atribuye responsabilidad a los jueces por la circunstancia de haber puesto en libertad, con anterioridad, a personas inculpadas de haberlos cometido, al conocer de otro hecho ¡lícito en el que también tuvieron participación.

e.‑ Lentitud y duración excesiva del juicio.

La lentitud con que se decretan y cumplen las diligencias de investigación en un proceso criminal actual trae como consecuencia una prolongación excesiva de la etapa sumarial. Por otra parte, durante el plenario, no existe una tramitación ágil y expedita que, respetando los derechos de las partes, lo conduzca prontamente a la dictación de la sentencia definitiva.

En estas condiciones, el juicio criminal literalmente se arrastra, con frecuencia, durante años, poniendo una distancia temporal muy grande entre la comisión material del hecho ilícito y la sentencia que debe pronunciarse sobre la responsabilidad de los inculpados que han participado en él, todo lo que resulta tremendamente injusto para los imputados, víctimas y querellantes, especialmente, para los primeros puesto que los deja amarrados y vinculados a un proceso que parece no terminar nunca.

Sobre esta materia, sin embargo, es preciso reconocer que la carga de trabajo que pesa actualmente sobre algunos jueces del crimen, es tan grande, que materialmente les impide abocarse en persona a la tramitación de todas las causas que se ventilan en su Juzgado. Este fenómeno, por cierto, no es nuevo y pese a las numerosas protestas que han hecho sentir los propios jueces, no ha recibido solución adecuada de parte de ningún gobierno. No, por lo menos, hasta el intento actual que implica poner en funcionamiento el nuevo sistema y el anuncio de implementar de recursos humanos y materiales suficientes a la administración de justicia criminal.

f.‑ Aplicación estricta del principio de legalidad.

Se señala también, como una de las críticas, que, debido al cumplimiento estricto del principio de legalidad, que inspira el  Código de Procedimiento Penal, resulta obligatorio investigar todas las denuncias que se efectúen a la Policía o al Tribunal, por más que se sepa de antemano, debido a los antecedentes proporcionados, que muchas de ellas no tendrán éxito.

En virtud de dicho principio,  el Tribunal se encuentra obligado a dar curso, ingresar y ordenar la instrucción del sumario correspondiente, y a disponer, en su caso, una orden a la Policía para que investigue el hecho denunciado, dando con ello origen oficial a una causa criminal.

Como resulta obvio, el destino de la mayoría de estas causas es el sobreseimiento temporal que, en la práctica, implica el fracaso de una investigación policial, pero que, sin embargo, se atribuye, ligeramente, a la administración de justicia y en particular, a los jueces del crimen.

Con respecto a esta materia, es preciso reconocer que no siempre se ha dotado a la Policía de los recursos humanos y materiales suficientes para acometer esta magna tarea y que, por otra parte, las propias víctimas no han prestado la colaboración debida para la realización de las pesquisas decretadas judicialmente, ya que muchas veces ni siquiera concurren a las citaciones judiciales.

Cabe tener presente que el Código de Procedimiento Penal, acorde al principio señalado, no contiene un sistema selectivo de causas, como ocurre en otros países, por lo que resulta obligatorio abrir una investigación criminal en cada caso denunciado.

El nuevo Código, en cambio, incluye varios mecanismos o salidas alternativas del sistema que permiten al investigador no comenzar o no llevar adelante la investigación o bien, llegar a algún tipo de acuerdo con la víctima, en determinados casos, para poner término al procedimiento.

g.‑  Mantención indebida del secreto del sumario.

Se señala que debido a que el sumario, con frecuencia, se prolonga excesivamente y al hecho de que se mantiene secreto durante casi todo su transcurso, el imputado, la víctima, el querellante y los terceros no tienen oportunidad para ejercer debidamente sus derechos, con el agravante de que no saben exactamente cuál es el curso que está siguiendo la investigación y de qué manera ésta afecta sus derechos, lo que además de ser injusto en esencia, conspira gratuitamente, en contra de la trasparencia del sistema.

Por otra parte, el hecho de que el sumario sea secreto, importa dejar entregada esta reserva en manos de empleados de Secretaría, que son los que materialmente custodian estos procesos, sindicándoselos de que no siempre lo respetan debidamente.

Sobre este punto, es necesario reconocer que algunos jueces, por un mal entendido concepto del secreto de la investigación o simplemente, por inercia, mantienen la reserva mucho más allá de lo que es estrictamente necesario para obtener éxito en las diligencias decretadas, propósito que, en definitiva, es la única razón que puede justificar dicho secreto.

h.‑ Delegación de funciones.

La indebida delegación de funciones que algunos jueces efectúan en empleados de su secretaría, denominados comúnmente "actuarios", forzada también por la cantidad excesiva de trabajo, conspira igualmente en contra de la transparencia del sistema, toda vez que no obstante que ellos deben actuar conforme a las instrucciones de los jueces ‑que fiscalizan su labor‑ en la práctica, debido al exceso de trabajo, ésta no se ejerce cabalmente.

Por otra parte, esta delegación atenta en contra del principio de la inmediatez, que el propio código de procedimiento penal contempla en numerosas disposiciones, en cuya virtud se obliga a que sea el juez el que personalmente realice todas las gestiones y actividades jurisdiccionales en su tribunal, lo que, en verdad, sería un paradigma de un sistema de enjuiciamiento criminal si se observara rigurosamente.

I.‑ Dificultad en el acceso a la persona del juez.

Las circunstancias expresadas en los dos párrafos anteriores: Secreto del Sumario y Delegación de Funciones, se ven agravadas por el hecho de que los imputados y demás intervinientes en un juicio criminal no disponen de un acceso fácil y expedito a la persona del juez.

Ya sea debido al exceso de trabajo, o por la especial naturaleza de algunas funciones que no puede interrumpir, como las declaraciones de los detenidos, por ejemplo, o por otras causas, el juez no dispone de tiempo o no del suficiente para atender directamente a las personas que le solicitan audiencia cuando ellas lo requieren. Por tal motivo, dichas personas, incluso los Abogados, son atendidos en la práctica por el "Actuario" que tramita la causa, constituyéndose éste en un verdadero intermediario del juez.

El sistema en aplicación no ha previsto una solución para remediar este tipo de situaciones, lo que es necesario en todo sistema de enjuiciamiento criminal, puesto que debe existir una oportunidad para que los diversos intervinientes o terceros puedan plantear directamente al juez, sin intermediarios de ninguna especie, sus problemas, dudas y peticiones.

j.‑ Falta de control de la investigación policial.

Se sostiene que gran parte de la labor de investigación realizada por la Policía ‑Carabineros de Chile y Policía de Investigaciones‑ se ejercía y se ejerce generalmente sin un control ni fiscalización adecuados por parte de los Jueces, en atención a la cantidad de asuntos que deben atender diariamente.

La circunstancia anterior, se afirma, ha permitido que algunos agentes policiales, llevados de un celo indebido, no hayan respetado, en ocasiones, todos los derechos y garantías fundamentales que se reconocen a los inculpados y a los terceros por la Constitución Política de la República y por los Tratados Internacionales ratificados por Chile y actualmente vigentes por mandato del Art.5 de la Constitución.

Esta crítica, no siempre resulta justa, puesto que cuando los afectados, por sí o por interpósita persona, reclaman en contra de estas presuntas trasgresiones o abusos, los Jueces del Crimen las investigan, y las Cortes de Apelaciones hacen lo propio conociendo del recurso de Amparo, con el objeto de poner remedio a los abusos que pudieran cometerse.

k.‑  Falta de preocupación por las víctimas.

Finalmente, se ha criticado al modelo vigente la poca preocupación que evidencia por la suerte de las víctimas de los delitos, muchas de las cuales, como es un hecho público y notorio, deben sufrir, además, largas esperas en las antesalas de los Juzgados del Crimen para ser atendidas.

Sobre este respecto cabe consignar que el Código de Procedimiento Penal no encomendó a ninguna autoridad determinada la vigilancia específica de los derechos que la ley acuerda a las Víctimas u Ofendidos, de tal manera que los que no se encuentran en situación de ‑rocurarse una Defensa letrada que les permita querellarse, quedan entregadas al servicio, siempre precario, de los Consultorios de asistencia gratuita, públicos o privados o al concurso de los abogados de turno.

Esta situación pretende ser remediada por el nuevo Código Procesal Penal, como luego veremos.

A raíz de todas estas Críticas, en medios Académicos e Institutos Privados, Jueces, Profesores y estudiosos del tema comenzaron a analizar y a discutir acerca de la conveniencia de introducir en Chile un nuevo modelo de enjuiciamiento criminal:

a) Que, por una parte, respetara en mejor forma que el actual modelo los derechos fundamentales de las personas; y

b) que, por la otra, contemplara las instituciones y mecanismos para hacerlo más ágil, oportuno y eficiente.

En un comienzo, se pensó únicamente en varias reformas para "modernizar" el modelo existente y lograr de esta manera los objetivos señalados con anterioridad.

Posteriormente ‑y ya, algunos ideólogos así lo pensaban‑ se llegó a la conclusión de que era necesario sustituir el modelo existente por otro para dar satisfacción adecuada a los objetivos dichos.

Es importante destacar que el propio Mensaje con que fue remitido el Código de Procedimiento Penal al Congreso, suscrito por el entonces Presidente de la República, don Jorge Montt, el 31 de Diciembre de 1984, y que también firma su Ministro, O.Rengifo, deja constancia que al momento de elaborarse dicho Código se tuvieron en vista tres sistemas distintos de enjuiciamiento criminal: el primero, consistente en un juicio por jurados, que se estimó el más perfecto; el segundo, 9lamado juicio oral", del que se señala que ha sido aceptado por varios países, "como un medio de transición del antiguo sistema inquisitivo con jueces de derecho, al juzgamiento por jurados"; y el tercero, es el de la "prueba escrita% en uso en aquellos países "que por razón de sus costumbres, de la poca densidad de su población o de la escasez de sus recursos, no han podido adoptar alguno de los primeros".

A continuación, el referido Mensaje explica las razones de orden material por las cuales no fue posible adoptar los dos primeros modelos y casi pide disculpas por el hecho de no haber podido separar siquiera "las funciones de juez instructor de las de juez sentenciador"

LA REFORMA PROCESAL PENAL.- Sus aspectos.
Fue el Gobierno del Presidente Edardo Frei Ruiz Tagle quien impulsó un conjunto de políticas públicas destinadas a la modernización y adecuación del sistema judicial a los requerimientos de un estado democrático. El movimiento de reforma de la justicia penal obedece a un proceso de cambio social complejo, en el que han intervenido sectores de todas las creencias polìticas y han confluído factores tanto nacionales como internacionales. Claro está, fue necesario también superar obstáculos derivados  del rechazo desde un sector de la comunidad jurídica nacional, al menos por un tiempo.  A continuación se analizará los aspectos principales de este proceso de reforma.

1.- La Reforma como parte de un  movimiento regional.-

Desde mediados de la década de los 80’ es posible observar en la mayoría de los países hispanoamericanos la realizaciòn de importantes esfuerzos para transformar sus sistemas de administración de justicia; una parte central de aquellos esfuerzos se ha focalizado en la discusión, aprobación e implementación de proyectos de reforma tendentes a la transformaciòn de los sistemas de enjuiciamiento criminal de carácter marcadamente inquisitivos, vigentes en la región desde el período colonial. La idea central de los reformadores ha sido la de reemplazar este arcaico modelo procesal de corte inquisitivo por uno de carácter acusatorio, de manera de asegurar de modo eficaz el respeto básico de las garantías individuales y, a la vez, satisfacer estándares mínimos de eficiencia en la persecución de los delitos y el castigo de los delincuentes.

Estos esfuerzos se han traducido en la implementación de un nuevo sistema procesal penal en varios países, tales como Argentina, (1992), Colombia (1992), Costa Rica (1998), El Salvador (1998), Guatemala, (1994) y Venezuela (1999). También, en la existencia de varios países de proyectos de reforma que se encuentran en la etapa final de aprobación legislativa, tales como Bolivia, Ecuador y Paraguay. 

Existe un conjunto de elementos que permiten hablar de un esfuerzo común  que lleva a caracterizar este proceso de cambio como un verdadero movimiento regional de reforma. Los elementos más relevantes son los siguientes:

- La existencia de un diagnóstico compartido: la ineficiencia del sistema inquisitiivo para proteger mínimamente los derechos individuales y perseguir eficazmente los delitos y la comprensión de que ella se debe a las deficiencias estructurales del diseño del sistema más que a carencias específicas del mismo.

- La existencia de una estrategia similar de cambio: la necesidad  de emprender una reforma estructural del sistemas y no cambios parciales al mismo, ya que se considera que estos últimos no serían capaces de alterar sustancialmente la forma inquisitiva de ejercer el poder penal arraigada en la cultura de la región.

- La existencia de vínculos entre los reformadores: se formó una suerte de comunidad, en la que aquellos comparten una visión similar de la necesidad y magnitud de los cambios, que formulan propuestas similares en distintos países.

- La existencia de una concepción polìtica de la reforma: esto es entender que la reforma procesal penal no es sólo un esfuerzo de carácter técnico jurídico sino primordialmente polìtico, al menos en varios niveles diferentes. El primero de ellos en relación a los objetivos centrales del cambio, la adecuación de la justicia criminal  a los valores de un estado democrático de derecho. El segundo, entender a la reforma como una manera de redistribuir poder en distintos órganos y agencias estatales. Finalmente, como un proceso de cambios que, por su magnitud, supone la necesaria generación de consensos polìticos para su aprobación.

- La existencia de un enfoque multidisciplinario  de trabajo: o sea, que el proceso de reforma requiere para su éxito la integración de equipos de trabajo compuesto por profesionales de diversas disciplinas.

Naturalmente, han confluído además diversos factores o fuerzas, entre ellos los más relevantes:

- Proceso de democratización. La reforma ha coincidido con procesos de recuperación de la democracia en América latina, que ha obligado a la reconstrucción y estabilización de estructuras institucionales compatibles con los valores democráticos. Dentro de ellos, la reforma del sistema judicial ha sido incluída en la agenda de prácticamente todos los programas de gobierno de la región, pues su naturaleza autoritaria representa un paradigma que requiere una reforma profunda dentro del proceso democratizador.

- Revalorización de los derechos humanos. Por una parte, la preocupación de los gobiernos por adoptar politicas para el mejoramiento de los mecanismos institucionales destinados a su debida protección. El sistema de justicia criminal fue incapaz de investigar y sancionar las violaciones más graves a aquellos. Pero, además, se ha producido la incorporación de los Tratados internacionales relativos a derechos humanos en la legislación interna de la mayoría de los países durante la últimas décadas, lo que ha permitido establecer un sistema de supervisión supranacional acerca del cumplimiento de las garantías básicas del sistema y ha entregado de paso nuevos estándares de comparación que han permitido fundamentar un diagnóstico muy crítico del sistema inquisitivo y argumentar a favor de la reforma como una consecuencia necesaria del cumplimiento de las obligaciones internacionales adquiridas al suscribir los tratados respectivos.

- Desarrollo económico y modernización del Estado.

 Junto al proceso de democratización, los Estados han emprendido importantes reformas económicas orientadas a un mejor desarrollo económico y en este contexto la reforma judicial constituye un elemento clave para aquel, toda vez que es una de las áreas que tiene mayor capacidad para crear condiciones positivas, traducidas en señales de mayor transparencia y certeza a los distintos agentes.  Además, calza en un proceso de reconfiguración del Estado y modernización de sus instituciones, en el que el judicial es uno de los sectores que presentaba mayores niveles de retraso. Estos elementos han permitido incorporar en el proceso a sectores que tradicionalmente no han intervenido en reformas de esta naturaleza, como por ejemplo los grupos económicos y sectores de la administración pública vinculados a la dirección de la economía.

- Percepción negativa de los sistemas judiciales y colapso del sistema inquisitivo.

 Existe en la población una creciente percepción negativa acerca del funcionamiento de los sistemas judiciales, cimentada en un conjunto de defectos, como la falta de acceso a la justicia, la excesiva duración de los procesos y la corrupción de los funcionarios, todo lo cual ha fomentado que varias organizaciones de la sociedad civil se hayan movilizado para generar demandas concretas de transformacion, creando así condiciones polìticas y sociales positivas para emprender los cambios. También, la sensación de inseguridad de la ciudadanía, que ha visto cómo crecen las tasas de criminalidad, sin que el sistema judicial haya sido capaz de manejar esta situación, lo que ha incrementado las demandas en torno a cambios que permitan aumentar la eficiencia del sistema para investigar y castigar a los criminales.
- Globalización y convergencia. Determinados entre otros, por los procesos de integración económica y el creciente rol jugado por los derechos humanos. Convergencia, además, de los sistemas procesales, fomentada por los institutos académicos internacionales, como el Iberoamericano de Derecho procesal, la internacionalización de ciertas categorías de delitos y la necesidad de cooperación internacional en su investigación y sanción han creado  incentivos para la uniformación de la legislación procesal penal.

- Rol de los actores internacionales, tales como la Agencia de cooperación para el desarrollo de EE.UU., otras de Alemania y España, entre otras y algunos Bancos, como el Banco Mundial y el Banco Interamericano del Desarrollo, claro que orientadas más bien a la transformación del sistema de administración de justicia en general  y no solamente la criminal.

Instrumentos jurídicos del proceso de reforma de la justicia penal chilena


Como ya se ha señalado, el Código de Procedimiento Penal rige desde 1906; cuando se gestó como iniciativa legal ya se encontraba vigente la Ley de Enjuiciamiento criminal española de  1882, que consagraba  el sistema que hemos conocido como sistema mixto o inquisitivo reformado, y que en Chile se desechó por razones económicas.

A medida que los textos constitucionales y los instrumentos internacionales de derechos humanos consagraron, con fuerza vinculante, los principios y garantías reconocidos como estándares universales del debido proceso, el sistema chileno  comenzó a resultar insostenible. 
Chile es signatario  del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos (PIDCP) de 1966, ratificado el 10 de febrero de 1972 y publicado en el D.O el 29 de abril de 1989, y de la Convención  Americana de Derechos Humanos (CADH), llamada también “Pacto de San José de Costa Rica”, ratificado el 21 de agosto de 1990 y publicada en el D.O. el 5 de enero de 1991, que contemplan un catálogo de garantías que componen el debido proceso y garantías referidas a la libertad y seguridad individual aplicables en el curso de un proceso penal.

A este efecto, fue muy importante la reforma introducida por la Ley Nº 18.825, publicada en el Diario Oficial el 17 de agosto de 1989 al artículo 5º de la Constitución Política de la República  – en adelante, “CPR” -, que en su inciso 2º establece: “El ejercicio de la soberanía reconoce como limitación el respeto a los derechos esenciales que emanan de la naturaleza humana. Es deber de los órganos del Estado respetar y promover tales derechos, garantizados por esta Constitución, así como por los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentren vigentes”.

Además, por ley Nº 19.519 publicada en el Diario Oficial el 16 de septiembre de 1997 se modificó la CPR, introduciendo en el inciso 5º del Art. 19 N° 3, inc. 5°,una  2ª parte.: “Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimiento y una investigación racionales y justos”. La misma Ley de Reforma constitucional creó el Ministerio Público, agregando el  Capítulo VI-A a la CPR, y en los artículos 80 A a 80 I regula su organización.
El proyecto de nuevo Código Procesal Penal inició su tramitación parlamentaria en junio de 1995. Su texto definitivo  está contenido en la ley N° 19.696 de 12 de octubre de 2000. Los siguientes cuerpos legales se relacionan con la materia:


- Ley N° 19.640, de 15-10-99, Orgánica Constitucional  del Ministerio Público, 


- Leyes N°s 19.665 de 9-03-2000 y 19.708 de 5-01-2001, que modifican el Código Orgánico de Tribunales;


- Ley N° 19.718 de 10-03-2001, que crea la Defensoría penal pública, y


- Ley N° 19.806 de 31 -05-2002, que contiene normas adecuatorias del sistema legal a la reforma procesal penal.

  Fuentes del  Código Procesal Penal:  el Código procesal penal modelo para Latinoamérica, desarrollado por académicos vinculados al Instituto Iberoamericano de D° Procesal;  algunos Códigos extranjeros, como la Ordenanza procesal penal alemana de 1877, el Código Procesal penal italiano de 1988, el de la provincia de Córdoba de 1992, el de la Nación argentina de 1992 y el peruano de 1991. Se consideró, además, el proyecto de CPP de Guatemala, de 1991, y el de El Salvador, de 1993.

Fundamentos de legitimación del nuevo proceso penal.

El objeto del proceso penal es el conflicto penal proveniente de la frustración de una expectativa normativa. Existiendo la sospecha de la infracción de una norma jurídico-penal, debe decidirse si esa sospecha se encuentra fundada y si se requiere la aplicación de una sanción penal para la confirmación de la vigencia de la norma. Dentro de este contexto, las sentencias penales se legitiman en la medida que guarden relación con la verdad, en sentido de correspondencia con las proposiciones fácticas de la ley. En el procedimiento de verificación de la verdad a través del método de prueba y refutación resultan fundamentales las garantías primarias del proceso penal acusatorio: "no hay juicio sin acusación", "la carga de la prueba corresponde al acusador" y "el derecho de defensa del imputado", a las que se agregan otras cuatro que asegurar su observancia: la publicidad,que permite el control interno y externo de toda la actividad procesal; la oralidad, que implica la inmediación y concentración de la actividad probatoria; la legalidad del procedimiento, que exige que toda la actividad judicial se desarrolle, bajo sanción de nulidad, según un ritual legalmente preestablecido, y la motivación, que garantiza el carácter cognoscitivo del sistema, esto es, la existencia de fundamentación de la acusación, a la luz de las pruebas y contrapruebas.

                                  EL NUEVO PROCESO PENAL
 PRINCIPIOS Y GARANTIAS DEL SISTEMA PROCESAL PENAL CHILENO

INTRODUCCION

Uno de los objetivos centrales de la Reforma procesal penal es la adecuación del sistema procesal penal a las exigencias de un Estado democrático, ya que el procedimiento penal vigente anteriormente - y hasta hoy día en algunas Regiones - resultaba inconsistente con las garantías individuales reconocidas en lols tratados internacionales ratificados por Chile. Esto se refleja en  la consideración, como fuente de los proyectos de ley que componen la Reforma, del PIDCP publicado en el D. O. de 27-04-89 y de la CADH, publicada en el DO de 5-01-1991.

Seguiremos el esquema planteado por los profesores de la Universidad de Chile, Ma. Inés Horvitz y Julián López en la exposición de las materias que siguen, distinguiendo entre principios, por una parte, y garantías, por la otra, clasificando estas últimas atendiendo a si aparecen asociadas a la organización judicial o al procedimiento, y dentro de este último distinguiremos las que se aplican al procedimiento penal en su totalidad de aquellas que se aplican solamente a la etapa del juicio.

Qué entendemos por “principios”.

Raúl Tavolari nos dice que los Principios son “fórmulas a las que el pensamiento juídico-político recurre para estructurar un modo de realizar el ius puniendi estatal, en condiciones que permitan su ejercicio efectivo y fructuoso, sin mengua de las garantías y derechos que el desenvolvimiento cultural estima, en un momento determinado, que son los que corresponde asegurar al imputado y reconocer a la víctima”.

PRINCIPIOS DE LA PERSECUCION PENAL



       1) PRINCIPIO DE OFICIALIDAD

         Expresa la idea de  persecución penal pública de los delitos, en cuanto pueden ser perseguidos de oficio por un órgano del Estado, sin considerar la voluntad del ofendido. 

Su opuesto es el principio dispositivo en sentido estricto, o sea, la disponibilidad que las partes tienen sobre el interés privado y la conveniencia o no de acudir al órgano jurisdiccional pretendiendo su satisfacción. Cierto es que este no excluye la posibilidad de que el ofendido promueva la persecución penal o incluso intervenga como parte, pero esa intervención no es necesaria ni determinante.

El principio de oficialidad tiene implicancias sobre la forma en que se inicia el procedimiento y sobre la disponibilidad por las partes del objeto de la controversia.

- Sobre el inicio del procedimiento.-

El fundamento de la aplicación del principio de oficialidad radica en que los delitos constituyen  las formas de comportamiento desviado más intolerables socialmente y, por lo tanto, existe en su persecución un interés público que se superpone y excluye al eventual interés privado involucrado en la misma. Lo anterior explica que el Estado no sólo tenga el derecho a iniciar la persecución penal de oficio, sino también el deber de hacerlo.

El principio de oficialidad constituye la regla general en el nuevo sistema procesal penal chileno. Así viene declarado ya cons​titucionalmente, al afirmar nuestra ley fundamental que el minis​terio público "dirigirá en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito... y en su caso, ejercerá la acción penal pública en la forma prevista por la ley" (art. 80 A CPR).

A nivel legal, el principio aparece reafirmado en el artículo 12 de la LOCMP, que reza: El ministerio público es un organismo au​tónomo y jerarquizado, cuya función es dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, los que determinen la participación punible y los que acrediten la inocencia del imputado y, en su caso, ejercer la acción penal pública en la forma prevista por la ley". Por su parte, el artículo 172 CPP estable​ce que "La investigación de un hecho que revistiere caracteres de delito podrá iniciarse de oficio por el Ministerio público...".

Como resulta obvio, la consagración del principio de oficia​lidad como regla general no constituye ninguna novedad res​pecto del sistema que establecía nuestro antiguo CdPP. Lo novedoso está en la exclusividad del ministerio público en el ejer​cicio de la acción penal, lo que implica la desaparición de la fa​cultad que se reconocía a los tribunales para dar inicio a la persecución penal. En todo caso,  el cambio del órgano a quien la ley encomienda la persecucion penal publica no constituye un debilitamiento del principio de oficialidad, toda vez que sigue siendo el Estado, a través de uno de sus órganos, quien se reserva para sí el monopolio de la per​secución penal.

El principio de oficialidad está fuertemente vinculado al concepto procesal de acción, y  en particular, a la tradicional clasificación que distingue entre acción penal pública, acción penal privada y  acción penal pública previa instancia particular (art. 53 CPP). Mientras el principio de oficialidad se expresa con toda su fuerza en la idea de acción penal pública, el establecimiento de delitos de acción penal privada o mixta constituye, de alguna manera, una declaración del Estado acerca de la existencia de delitos en que el  compromiso del  interés público es menor y, por lo tanto, la persecución penal pasa a depender de un acto voluntario del ofendido.(Arts. 54 y 55 CPP).

En resumen entonces, estamos ante un sistema en que, con respecto al inicio del procedimiento, rige por regla general el principio de oficialidad, y en el cual se reconocen, con carácter excepcional, aplicaciones del principio dispositivo, en los casos de acción penal privada y de acción penal pública previa instancia particular.


- Disponibilidad de la pretensión penal.

 El principio de oficialidad expresa que ésta no es disponible por las par​tes, ya que existe un interés público comprometido en la persecución penal. Su antítesis teórica, el principio dispositivo, per​mite la libre disponibilidad de la pretensión, porque éste invo​lucra un derecho de interés privado.

La posibilidad de disponer del objeto del proceso en ma​teria criminal no era absolutamente extraña al sistema procesal penal anterior a la reforma, si tenemos en considera​ción que el CdePP reconocía eficacia a la renuncia, el desistimiento y el abandono de la acción penal privada (arts. 28, 32 y,587 CdPP), reconocimiento que el CPP mantiene (arts. 56, 401 y 402 CPP).

No obstante, la aplicación del principio dispositivo a la dis​ponibilidad de la pretensión penal se ha ampliado enormemente con la introducción de los acuerdos reparatorios, que pueden ser celebrados directamente entre el imputado y la víctima cuando los hechos investigados afectan bienes jurídicos disponibles de carácter patrimonial, consisten en lesiones menos graves o cons​tituyen delitos culposos (art. 241 Cpp). La institución constítuye, indudablemente, una forma de disposición de la controversia, porque el efecto inmediato que produce el acuerdo reparato​río, una vez aprobado, es el pronunciamiento del sobreseimiento definitivo, con lo cual se extingue total o parcialmente la res​ponsabilidad penal del imputado que lo hubiere celebrado (art. 242 CPP).

2) PRINCIPIOS DE INVESTIGACION OFICIAL Y APORTACION DE PARTE


El  principio de investigación oficial, también llamado simplemente Principio de investigación, supone que el tribunal investiga por sí mismo  los hechos de la causa y, en ello no está vinculado a los requerimientos y declaraciones de las partes en el proceso.


Esto conlleva dos consecuencias:

a) El tribunal no queda vinculado por las posiciones de las par​tes acerca de la verdad de un hecho (v. gr. la confesión no obliga a condenar) 

b) El tribunal puede y debe producir prueba de oficio.

La antítesis teórica del principio de investigación oficial es el prin​cipio  de aportación de parte. Conforme a este principio, la carga de la  prueba y la iniciativa de los actos de producción de prue​ba recae en las partes, sin que se reconozca al tribunal facultades para intervenir en ella. El principio de aportación de parte descansa, fundamentalmente, en la autonomía de la voluntad particular y, por ello, determina que el tribunal no se interese por la averiguación autónoma de la verdad.

Tradicionalmente se ha entendido que el principio de aportación de parte es propio del proceso civil, en el que sólo están in​volucrados intereses privados, en tanto el Principio de investigación oficial  sería propio del procedimiento penal.

Si entendemos el principio de investigación oficial como un principio dirigido hacia la actividad del Tribunal, habría nece​sariamente que concluir que nuestro sistema se rige por el Princi​pio de aportación de parte. En efecto, uno de los rasgos característicos del nuevo proceso penal es la absoluta pasividad del juzgador, tanto durante la etapa de investigación como du​rante el juicio oral, lo que implica que éste tiene generalmente vedada la realización de actos de investigación e, incluso, la in​tervención en la producción de la prueba. Así, por ejemplo, du​rante la etapa de investigación el Juez de garantía sólo puede recomendar al ministerio público la realización de diligencias en el caso del art. 98.4 CPP, y sólo puede ordenarlas a solicitud de parte en el caso del art. 257 CPP. Durante el juicio oral, por su parte, la única intervención admitida al tribunal es la posibilidad de for​mular preguntas al testigo o perito con el fin de que aclare sus dichos, lo que sólo puede ejercer una vez terminado el examen y contraexamen de las partes (art. 329 (CPP).

3. PRINCIPIO ACUSATORIO

El principio acusatorio impone la separación entre las funciones de investigación, acusación y  enjuiciamiento. Puede entonces descomponerse en dos aspectos:
1. Distribución de las funciones de acusación y   decisión

En su núcleo básico, el principio acusatorio impone una distri​bución  de los poderes que se despliegan en la etapa del juicio, impidiendo que quien acusa y juzga sean una misma persona, como es ‑por el contrario‑ característico del Principio inquisitivo. Para estos efectos, el principio acusatorio exige la presencia de un acusador, que sostiene la acusación, y de un juez, que de​cide sobre ella (nemo iudex sine acusatore")

En los sistemas acusatorios históricos, el principio acusatorio se producía espontáneamente, toda vez que no existía el concep​to de persecución penal pública y, por lo tanto, no regia el principio de oficialidad. El proceso penal era siempre un proceso entre partes. Los sistemas acusatorios modernos, en cambio, han debido lidiar con la necesidad de compatibilizar el principio de oficialidad con el Principio acusatorio, para lo cual el Estado ha asumido tanto la tarea del acusador como la de juez, pero separan​do estas funciones en dos autoridades estatales distintas, es decir, una autoridad de acusación y un tribunal. Esto es lo que se co​noce como principio acusatorio formal.

2. Distribución de las funciones de investigación y decision


El principio acusatorio impone también una distribución de los poderes procesales de investigación y decisión. En los sistemas inquisitivos reformados o mixtos el procedimiento penal se di​vide en dos fases bien diferenciadas: la fase de instrucción, regi​da por el principio inquisitivo y la fase de juicio oral, regida por el acusatorio.‑

En estos sistemas el principio acusatorio determina la pro​hibición de que el instructor pueda enjuiciar y decidir el asun​to, lo que resulta especialmente relevante cuando la fase de instrucción es dejada a cargo de un juez de instrucción que, de intervenir en la fase de juzgamiento, vería seriamente afectada su imparcialidad.

La distribución de las funciones de investigación y decisión impuesta por aplicación del principio acusatorio, es considera​da actualmente una garantía individual implícita en el derecho a ser juzgado por un tribunal independiente e imparcial. En España es actualmente considerada una de las garantías esen​ciales del proceso penal, implícita ‑conforme a la doctrina del Tribunal Constitucional‑ en el derecho a un proceso con todas las garantías del artículo 24.2 de la Constitución española. 

La incorporación del principio acusatorio al sistema proce​sal penal chileno es, sin lugar a dudas, la nota más distintiva de la reciente reforma. El sistema procesal penal del CdPP ‑en particular a partir de la supresión de los promotores fiscales del año 1927‑ podía ser caracterizado probablemente como uno de los sistemas inquisitivos más puros del mundo contemporáneo, ya que no sólo en el hecho, sino también en el derecho, estaban entregadas a una misma persona ‑el juez‑ las funciones de in​vestigar, acusar y decidir sobre la acusación.‑

En el nuevo sistema procesal penal, las fun​ciones de investigar y acusar están entregadas a un organo au​tónomo, denominado Ministerio Público (art. 80 A CPR), mientras la función de decidir es entregada a un órgano Jurisdiccional co​legiado, integrado por tres jueces, denominado Tribunal de Juicio Oral en lo Penal. Por su parte, la función de controlar el respeto a las garantías individuales durante la etapa de investigación, ha sido encomendada por la ley al juez de Garantía, tribunal uniper​sonal distinto del llamado a decidir la controversia, a quien se priva de facultades de persecución penal y se le encomienda la etapa de preparación del juicio oral."'

La aplicación del principio acusatorio a nivel orgánico se ve, finalmente, reforzada por numerosas normas procesales funcio​nales que buscan garantizar la separación de roles. Así, por ejemplo, la preparación del.juicio oral y las facultades asociadas a ellas, tales como la exclusión de prueba, quedan entregadas al Juez de Garantía (art. 276 CPP); al Tribunal de Juicio Oral en lo Penal le queda vedado el acceso a los registros de la investi​gación (arts. 281 y 334CPP); y durante el juicio oral, se prohíbe invocar, dar lectura ni incorporar como medio de prueba nin​gún antecedente que dijere relación con la proposición, discu​sión, aceptación, procedencia, rechazo o revocación de una suspensión condicional del procedimiento, de un acuerdo re​paratorio o de la tramitación de un procedimiento abreviado (art. 335 CPP).

El principio acusatorio está íntimamente  relacionado con numero​sas garantías procesales (v. gr. imparcialidad, defensa, contradic​ción, correlación entre imputación y fallo, prohibición de la reformatio in peius), que constituyen derivaciones del mismo prin​cipio y que serán tratados en forma autónoma.

4) PRINCIPIOS DE LEGALIDAD Y OPORTUNIDAD                                 
1. Principio de legalidad

El principio de legalidad enuncia que el ministerio público está obligado a iniciar y sostener la persecución penal de todo deli​to que llegue a su conocimiento, sin que pueda suspenderla, in​terrumpirla o hacerla cesar a su mero arbitrio.

El principio de legalidad resulta, de la suma de dos principios menores, como son el principio (le promoción necesaría (deber de promover la persecución penal ante la noticia de un hecho punible) y el prlncipio de irretractabilidad (prohibición de susperider, interrumpir o hacer cesar la persecución ya iniciada) 

El fundamento más importante para la aplicación del prin​ciplo de legalidad se encuentra a nuestro juicio en el principio de igualdad ante la ley. A través de él se pretende que la perse​cución penal no quede sujeta al arbitrio de un órgano estatal, cuya decisión de perseguir o no un delito podría ser discrimi​natoria. El principio de legalidad impone así, al Estado, la obli​gación de perseguír por igual todos los delitos que se cometen en una sociedad determinada, sin permitirle seleccionar entre ellos de manera alguna.

No obstante lo anterior, está desacreditado, por sus implicancias practicas. La hipertrofia del derecho penal sustan​tivo, unida a la incapacidad de todo sistema procesal penal para perseguir la totalidad de los delitos que se cometen en una sociedad determinada, han provocado que la aplicación estricta del principio de legalidad impida la existencia de un ade​cuado sistema de selección formal de los casos que son procesa​dos por el sistema, generándose, por el contrario, sistemas de selección natural o informal que redundan, generalmente, en un direccionamiento de la persecución penal hacia los sectores socialmente más desprotegidos. La paradoja es que un principio que se fundamenta  en el principio de igualdad resulta, en definitiva, creador de profundas desigual​dades en su aplicación práctica.

La crítica al principio de legalidad ha dado origen, como antítesis teórica, al principio de oportunidad.

2.- Principio de oportunidad.

El principio de oportunidad enuncia que el ministerio público, ante la noticia de un hecho punible o, inclusive, ante la existencia de prueba completa de la perpetración de un delito, está auto​rizado para no iniciar, o para suspender, interrumpir o hacer cesar el curso de la persecución penal, cuando así lo aconsejan motivos de utilidad social o razones político‑criminales. Cuando la ley deja a la absoluta discreción del ministerio público el ejercicio de esta  facultad, se habla de principio de oportunidad libre o sim​plemente de discrecionalidad,‑ cuando, por el contrario, la ley es​tablece los casos y condiciones bajo las cuales el ministerio público está autorizado para ejercer esta facultad, sometiéndo​la adicionalmente a un sistema de controles, se habla de princi​pio de oportunidad reglada o normada.

En un sentido amplio, las aplicaciones del principio de oport​unidad son de la más variada especie. Siguiendo a MAIER, po​dríamos reconocer como paradigmáticos los siguientes criterios de oportunidad.


-Criterios que tienden primordialmente a la descriminalización

a) El concepto de adecuación social del hecho. 

Se aplica a casos en que , si bien el hecho cabe en la descripción abstracta de la ley, se trata de un tipo de comportamiento que el legislador no tuvo en cuenta o, incluso, quiso dejar fuera del ámbito de comportamiento punible, ya que se adecúa al sentimiento ge​neralizado del buen proceder o del obrar fuera de la zona de comportamiento socialmente desviado. Ejemplo típico es la pequeña donación que los vecinos hacen a los recolectores de basura municipales en épocas como Fiestas patrias o Navidad, como premio por sus servicios.

b) La importancia ínfima del hecho: 

Se trata de lo que se cono​ce en doctrina como delitos de bagatela, esto es "hechos contem​plados en  las leyes penales, cuya reprochabilidad es escasa y cuyo bien jurídico protegido se considera de menor relevancia".

c) La culpabilidad infíma de autor: 

Se trata de formas de rea​lización insignificante de tipos penales que merecen ser desvia​das a otras formas de control social.

d) La ausencia de necesidad preventiva (también llamada retribución natural): 

Se trata de casos en que el propio autor sufre un daño como resultado de su propio comportamiento desviado que supera con creces a la pena que se puede esperar de su persecución penal. Un ejemplo: el conductor imprudente cuyo delito culposo ocasiona la muerte de un ser querido.


- Criterios que tienden primordialmente a la eficiencia del sistema

a) La posibilidad de prescindir de la persecución penal de un hecho punible o de un partícipe en él para procurar éxito en la persecución de otro hecho o de otro partícipe: se trata de casos en que el último hecho es valorado como considerable​mente más grave que aquél del cual se prescinde o casos en que interesa arribar a la condena de uno de los partícipes, para lo cual resulta imprescindible que el otro auxilie la investigación (v. gr. inmunidades, hipótesis de arrepentimiento eficaz).

b) La suspensión de la persecución penal para el someti​miento a prueba del imputado (probation). (La institución norteamericana de la probation permite que el Juez, en la misma sentencia en que condena a una persona por un delito, resuelva en forma alternativa a la pena corporal, la libertad del condenado, sujeto a la aceptación por éste de ciertos estándares de conduc​ta (probation conditions) que, si no son observados, determinan la revocación del beneficio y el cumplimiento efectivo de la pena.)

c) Criterios de privatización del derecho penal: se trata de autorizar el fin de la persecución penal pública mediante me​canismos auto compositivos, con participación de la víctima, en casos en que el "interés público" supuestamente existente en la sanción penal no es real.

d) Formas de solución del conflicto social que no significan, culturalmente, aplicación del derecho penal (diversion). (La institución norteamericana de la "pre‑trial diversion" es en alguna medida la aplicación anticipada de la probation, con carácter prejudicial. Funciona sobre. la base de programas desarrollados por los Fiscales que proveen una estructura formal para la aplicación del principio de oportunidad. El fiscal se compromete a no presetitar cargos si el imputado accede a cumplir ciertas condiciones de rehabilitación, entre las cuales destacan reparaciones a la víctima o la asistencia a agencias comunitarias donde reciben capacitación, consejo y educación.)

El  artículo 170 CPP, permite a los fiscales del ministerio público no iniciar la persecucion penal o abandonar la ya ini​ciada cuando se tratare de un hecho que no comprometiere gravemente el interés público y el delito tuviere asignada una pena minima que no excediere de presidio o reclusión menores en su grado mínimo (61 a 540 días ) y siempre que no se trata​re de un delito cometido por un funcionario público en el ejer​cicio de sus funciones.

Como se aprecia, entonces, el CPP entiende el principio de Oportunidad en un sentido restringido, aplicable sólo a la hipó​tesis de los delitos de bagatela.

No obstante lo anterior, es evidente que, en un sentido am​plio, y aunque no se utilice la denominación "principio de oportunidad" para referirse a ellos, son también aplicaciones de dicho principio la suspensión condicional del procedimiento (arts. 237 y ss. (CPP) y los acuerdos reparatorios (arts. 241 y ss. CPP). Estas dos insti​tuciones han sido agrupadas en la doctrina nacional, siguiendo la denominación del Mensaje del Ejecutivo que acompañó al pro​yecto de ley sobre nuevo CPP, bajo la denominación de "salidas al​ternalivas", porque aluden a formas de solución del conflicto penal que son alternativas a la respuesta tradicional que el sistema ofre​ce al conflicto penal, esto es, el proceso y la aplicación de una pena como consecuencia de éste.

Cabe observar que la aplicación del principio de oportuni​dad al caso concreto por parte de los fiscales del ministerio pú​blico, en la hipótesis del art. 170 CPP, está condicionada a las instrucciones generales que al efecto imparta el Fiscal Nacional conforme a lo previsto por el artículo 17 letra a) de la Ley 19.640 (Ley Orgánica Constitucional del ministerio público). Así se des​prende, adicionalmente, de lo dispuesto por el artículo 170.6 CPP, conforme al cual las decisiones de los fiscales en esta materia deben ajustarse a las políticas generales del servIcio y a las normas que hubieren sido dictadas al respecto.

GARANTIAS INDIVIDUALES ANTE LA PERSECUCION PENAL

1. GARANTIAS  DE LA ORGANIZACION JUDICIAL

El artículo 14.1 del PIDCP declara: "Todas las personas son igua​les ante los tribunales y cortes de justicia. Toda persona tendrá derecho a ser oída públicamente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil ". En la misma línea de ideas, el artículo 8.1 de la CADH declara: "Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razona​ble, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, esta​blecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fiscal o de cualquier otro carácter".

Como se observa, los tratados internacionales ratificados por Chile reconocen, en una misma disposición, tres garantías indi​viduales de que gozan las personas ante la organización ju​dicial del Estado: el derecho al Juez independiente, el derecho  al juez imparcial y el derecho al Juez natural.

1. Derecho al juez independiente

La CPR reconoce el derecho al juez  independiente  en los siguientes términos: "La facultad de conocer de las cau​sas civiles y criminales, de resolverlas y de hacer ejecutar lo juzga​do, pertenece exclusivamente a los tribunales establecidos por la ley. Ni el Presidente de la República ni el Congreso pueden, en caso alguno, ejercer funciones judiciales, avocarse causas pendien​tes, revisar los fundamentos o contenidos de sus resoluciones o hacer revivIr procesos fenecidos" (art. 73.1 CPR).

La protección constitucional que esta norma proporciona aparece referida a lo que se conoce como independencia institu​cional, esto es, la independencia del Poder judicial frente a los demás poderes del Estado.


Sin embargo, tal como señala Binder (Introducción al derecho procesal, Buenos Aires, 1999, pag. 151), la independencia institucional es un concepto secundario, en la medida que existe para servir a la independencia personal, que es "la primera y genuina independencia de los jueces". Puesto de otro modo, "es el juez, personalmente, con nombre y apellido, quien no está subordinado a ninguna instancia de poder".

Lo anterior es consistente con una lectura cuidadosa de las convenciones internacionales de.derechos humanos, que no hacen referencia al derecho a ser juzgado por un PoderJudicial independiente, sino por un Juez independiente, lo que tiene clara​mente una connotación personal.

La independencia personal del juez tiene a su vez dos dimen​siones: la independencia externa, que exige que el juez no depen​da de ninguna otra autoridad del Estado, y la independencia interna, es decir, la independencia respecto de todo organismo superior dentro del Poder judicial.

Ahora bien, reconocer independencia interna al juez tiene serios alcances desde el punto de vista de la estructura orgánica de la administración de justicia. Como observa MAIER: "Se tra​ta, así, de una organización horizontal, en la que cada juez es soberano para decidir el caso conforme  a la ley, esto es, él es el Poder Judicial del caso concreto. Y ello es así, aunque se faculte a alguien para re​currir la decisión de un tribunal, permitiendo que otro tribu​nal reexamine el caso, desde algún punto de vista, y elimine, revoque o reforme la decisión anterior (por considerarla errónea), pues las instancias recursivas y los tribunales creados para llevarlas a cabo no deben ser, al menos de manera principal, ex​presión de una organización jerárquica, sino, por el contrario, manifestación de la necesidad de evitar errores judiciales, en lo posible para garantía del justiciable".


Desde esta perspectiva, el sistema procesal chileno adolece de severas deficiencias, cuya corrección excede el ámbito de la reforma procesal penal. Así, por ejemplo, subsiste una severa confusión entre las facultades disciplinarias y jurisdiccionales, lo que hace posible todavía la invalidación de resoluciones judiciales por la vía disciplinaria.

La independencia de los jueces aparece vinculada también a los sistemas de nombramiento y remoción, que tie​nen su fuente en la propia Constitución Política de la Repúbli​ca (arts. 75, 77 y 78 CPR). 

2. Derecho al juez imparcial

 El artículo 1.1 del Código Procesal Penal establece que "ninguna persona podrá ser condenada o penada, ni sometida a una de las medidas de seguridad establecidas en este Código, sino en virtud de una sentencia fundada, dictada por un tribunal imparcial."

Tradicionalmente el derecho a un juez imparcial ‑o principio de imparcíalidad‑ había sido estudiado en relación con los instru​mentos procesales que tenían por objeto impedir que un juez comprometido de alguna manera con las partes o el conflicto pudiera conocer válidamente de ella. En nuestro medio, esto se traducía en el estudio de las implicancias y recusaciones.

Si bien la imparcialidad del tribunal siempre fue considerada una garantía implícita (sin ella de poco ‑ o nada ‑ servirían todas las otras), los tratados inter​nacionales incorporados a la Constitución le han dado carácter expreso. Así, la Convención Americana sobre Derechos Humanos establece con claridad en su articulo 8.1 que toda persona, frente a una "acusación penal formulada contra ella tiene derecho a un juez o tribunal "independiente e imparcíal"; tiene derecho a que "el examen de cualquier acusación contra ella en materia penal sea realizado por "un tribunal indepen​diente e imparcial", reza por su parte el artículo 10 de la Declaración Universal de los Derechos del Hom​bre. 

La imparcialidad es la condición de "tercero desinteresado" (independiente: neutral) del juzgador, es decir. la de no ser parte, ni tener prejuicios a favor o en contra, ni estar involucrado con los intereses del acusador ni del acusado, ni comprometido con sus posiciones, ni vinculado personalmente con éstos; y la actitud de man​tener durante todo el proceso la misma distancia de la hipótesis acusatoría que de la hipótesis defensiva (sin colaborar con ninguna) hasta el momento de elaborar sentencia. 

Ello le obliga a asegurar la igualdad de posíbílidades entre acusación y defensa para que cada una pueda procurar - medíante afirmaciones y negaciones, ofreci​miento y control de pruebas de cargo y de descargo, y alegaciones sobre la eficacia conviccional de todas ellas-,  desequilibrar los platillos de la balanza a favor de los intereses que cada una representa o encarna (verdadero "control de calidad" de la decisión final).

Por cierto, que la imparcialidad así entendida, supone la independencia del tribunal respecto de cualquier tipo de poder o presión político o social, que impida o es​terilice cualquier influencia que intente desequilibrar "desde afuera" alguno de aquellos platillos. Debe tener plena libertad para decidir el caso, estando sometido sólo a la ley y a su conciencia (el adverbio «sólo" es la clave de interpretación correcta de la independencia. 

La imparcialidad tiene dos aspectos. Uno es el per​sonal: las relaciones de amistad, parentesco, enemistad, negocios, etcétera, entre el juez y las partes, pueden generar el peligro de parcialidad en aquél. También son personales el anticipo de opinión sobre el caso, sea de modo extrajudicial (vgr. juez que anticipó su decisión a la prensa) o judicial (vgr. juez que antes actuó como fiscal).

Otro aspecto es el funcional, y está relacionado con la actitud que las leyes le asignan o permiten al tribunal frente a los intereses en conflicto sometidos a su decisión, punto que se desconoce totalmente en el sistema del antiguo Código de Procedimiento Penal. 

 O sea, que para garantizar de modo genuino la imparcialidad del tribunal, se debe excluirlo de la tarea de procurar por sí (ex officio) las pruebas que les proporcionen conocimiento sobre los hechos de la acusación.

1.- Concentración de las funciones de investigar y decidir

Hasta el proceso de reforma procesal penal, la concentración de las funciones de investigar y decidir en manos de una misma persona era una de las características de diseño del proceso pe​nal chileno consagrado por el CdPP de 1906, vigente todavía en la mayor parte de nuestro país.

 A pesar de la conciencia existente acerca de las inconvenien​cias del sistema al momento de la dictación del Código, lo cierto es que éste habría de subsistir por casi un siglo, sin que la crítica permanente a que fue sometido alcanzara la dimensión de considerarlo incompatible con el pleno respeto a las garantías individuales de un estado de derecho.


Lo anterior puede deberse a que, contrariamente a lo que se piensa, la noción de que la concentración de las funciones de investigar y decidir constituye una infracción del derecho hu​mano al .juez imparcial es relativamente reciente.

Como ya se dijo, la imparcialidad del juez  tiene un aspecto subjetivo, "que trata de averiguar la convicción  personal de un juez determinado en un caso concreto" y un aspecto objetivo que "se refiere a si éste ofrece las garantías suficientes para excluir cualquier duda razonable al respecto". Sobre la base de esta dis​tinción, el evento de acumulación de las funciones instructora y juzgadora por un mismo juez dice re​lación con el aspecto objetivo, en el que hasta las apariencias son importantes porque "lo que está en juego es la confianza que los tribunales deben inspirar a los ciudadanos en una sociedad democrática" . La infracción al derecho a un juez imparcial se produce, entonces, porque "tratándose de una verdadera instruc​ción, dirigida al descubrimiento de la verdad, la misma hace que el  juez instructor se haya formado antes del juicio una opínión que puede pesar decisivamente en el ánimo del tribunal a la hora de la decisión, por lo que el acusado puede estar legítima​mente preocupado sobre la imparcialidad del tribunal del que forme parte el juez de instrucción y sobre la realidad del dere​cho a un proceso justo".

El sistema procesal penal de la reforma termina con esta situación entregando la función de investigar al ministerio público (art. 80 A CPR) y la función de decidir al Tribunal de juicio  Oral en lo penal. La separación de estas funciones queda ga​rantizada por el carácter autónomo que el ministerio público tiene respecto del Poder judicial y adicionalmente porque el ór​gano jurisdiccional a quien se entrega la función de control durante  la investigación ‑denominado juez de garantia ‑ es distinto y diverso del tribunal llamado a juzgar.

No obstante lo anterior, las normas del CPP han dejado sub​sistente un problema que podría dar lugar a reparos desde el pun​to de vista de esta garantía, y que tiene que ver con el tribunal competente para conocer y resolver sobre las medidas cautelares personales. La ley ha dispuesto que la resolución sobre ellas le corresponde al juez de garantía durante la etapa de investigación y durante la etapa intermedia pero, una vez dictado el auto de apertura del.juicio oral, dicho juez debe "poner a disposición del tribunal de juicio oral en lo penal las personas sometidas a pri​sión preventiva o a otras medidas cautelares personales" (art. 281 inc. 2 CPP). La norma, incorporada al CPP, fue más tarde refrendada por el art. 12 N° 3 letra b) de la Ley N" 19.708 de 5 de ene​ro de 2001, que incorporó al artículo 18 del COT su actual letra b), conforme a la cual corresponde a los tribunales de juicio oral en lo penal "resolver, en su caso, sobre la libertad o prisión preventi​va de los acusados puestos a su disposición".

La norma legal no admite dudas en cuanto a su correcta interpretación, pero genera el problema de determinar en qué si​tuación queda el tribunal de juicio oral para conocer del Juiclo,una vez que se ha pronunciado sobre la solicitud de prisión pre​ventiva. En efecto, toda resolución relativa a la prisión preventi​va o a las medidas cautelares generales del art. 155 CPP exige del tribunal constatar la existencia de antecedentes  "que justificaren la existencia del delito que se investigare" y que "permitieren presumir fundadamente que el imputado ha tenido participa​ción en el delito como autor, cómplice o encubridor". De esta manera, si se permitiera que los mismos jueces del tribunal de juicio oral que han participado previamente en una resolución concerniente a medidas cautelares participaran luego en la dic​tación de la sentelicia definitiva, se estaría abriendo la puerta para la incorporación como elemento de convicción dirigido a los sentenciadores de todos los registros de la investigación, lo que no sólo infringiría lo dispuesto por el art. 334 CPP, sino que atentaría contra las bases mismas del sistema, al permitir que los sentenciadores llegaran a la audiencia con un pre‑juicio, basa​do en información previa, legalmente inadmisible en el juicio oral. Por esta razón, parecería más recomendable radicar esta facultad en forma definitiva en los jueces de garantía, sin transferirla a los tribunales de juicio oral en lo penal en el momento de la apertura del juicio. El actual estado de la normativa obliga, como única solución razonable para no afectar garantías básicas del modelo, a considerar inhabilitados de participar en la audiencia del juicio oral a los jueces que hubieren intervenido previamente en la resolución relativa a medidas cautelares personales del imputado. Tal solu​ción responde a la jurisprudencia internacional en materia de garantía del derecho al juez imparcial y tiene respaldo normati​vo en el art. 196 N° 10 COT, que establece como causal de recusación la de "haber el  juez manifestado de cualquier modo su dictamen sobre la cuestión pendiente, siempre que lo hubiere hecho con conocimiento de ella".

2. Concentración de las funciones de acusar y decidir

A diferencia del problema anterior, la concentración legal de las funciones de acusar y.decidir ‑característica también del siste​ma procesal penal chileno anterlor a la reforma‑ no proviene del dlseño original del CdePP, sino del DFL N° 426 de 3 de marzo de 1927, que suprimió los cargos de promotores fiscales "por no ser, indispensables" . Dicho DFL establece que "En los casos en que las leyes determinen la intervención del promotor fiscal como parte principal , como acusador público o como denun​ciante, el Juzgado procederá de oficio".

La afectación que esta situación produce en el derecho a un juez imparcial es tan evidente que no requiere ser analizada con mayor detención. Como explica RIEGO: "...el ejercicio de la fa​cultad de acusar implica un compromiso formal con una de las tesis que deben ser debatidas en el plenario. Desde este punto de vista, ya no sólo se trata de una falta de imparcialidad subje​tiva, supuesta, emanada de la interpretación de los hechos que el,juez ha podido adquirir en el sumario, sino que estamos frente una parcialidad objetivada del tipo de las que la propia ley ha querido excluir, por ejemplo, a través de las causales de impli​cancia de los números 5 y 8 del artículo 195 del Código Orgánico de Tribunales".

La concentración de las funciones de acusar y decidir es la que permitió más claramente calificar al procedimiento penal chileno como contrario a las exigencias de un estado de dere​cho, ya que obedece a la concepción más pura de un sistema inquisitivo que terminó como tal con la Revolución Francesa. La reforma procesal penal resuelve esta situación radicando la función de acusar en el mismo órgano autónomo encargado de la función de investigar, es decir, el Ministerio Público. Con esto, el procedimiento penal chileno se ajusta a la nota característica del principio acusatorio formal, conforme al cual "el Estado pro​cede a desdoblar sus competencias de acusación y decisión en dos órdenes de funcionarios, pertenecientes al mismo Estado, pero distintos entre sí". 

3. Derecho al Juez natural

El art. 19 N° 3  inc. 4° de la CPR declara: "Nadie podrá ser juz​gado por comisiones especiales, sino por el tribunal que le se​ñale la ley y que se halle establecido con anterioridad por ésta".

Esta disposición está en consonancia con los arts. 14.1 del PIDC y 8.1 de la CADH y ha recibido concreción legislativa en el art. 2° del CPP, que lo incorpora entre los principios básicos del nuevo proceso penal, precisando que el tribunal debe hallarse establecido "con anterioridad a la perpetración del hecho".

La denominación derecho al juez natural tiene su origen en el sistema feudal, donde, siendo la costumbre la principal fuen​te del derecho, se hacía imprescindible que el juez y los jura​dos conocieran la vida local y las costumbres del lugar. En otras palabras, debía tratarse de un juez respetado por la comuni​dad, que conociera la vida, características y costumbres de ese pueblo.

Modernamente, sin embargo, el concepto dice relación con la predeterminación legal del juez, que tiene por objeto asegu​rar, como garantía para el justiciable, la imposibilidad de influir indebidamente en la designación del tribunal competente para el enjuiciamiento.

En su aspecto más obvio, el derecho al Juez natural impone la prohibición de juzgar a una persona a través de comisiones es​peciales, esto es "órganos que no son jurisdiccionales, sino que han sido creados por designación especial de alguno de los otros poderes del Estado"."

En su segundo aspecto, esto es, la exigencia de que el tribu​nal competente deba encontrarse establecido por la ley con anterioridad al hecho objeto del proceso, el derecho al juez natural debe ser siempre estudiado en su dimensión garantista vincula​da a la independencia e imparcialidad del juez.


MAHIER afirma que no existiría violación del derecho al juez natu​ral en el caso de una transformación total del sistema de administración de justicia que determinara una organización judicial completamente nueva, ya que la garantía no se afectaría por el solo hecho de reemplazar en términos generales los tribunales competentes a la fecha de ocurrencia de los hechos.

2. GARANTIAS GENERALES DEL PROCEDIMIENTO

1.- Derecho al Juicio previo

El derecho al Juicio previo está reconocido en el artículo 1°, inciso 1° del CPP: "juicio previo y única persecución. Ninguna perso​na podrá ser condenada o penada, ni sometida a una de las medidas de seguridad establecidas en este Código, sino en vir​tud de una sentencia fundada, dictada por un tribunal impar​cial. Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral y público, desarrollado en conformidad con las normas de esté cuerpo legal".

Se reconoce en este artículo los dos alcan​ces que tradicionalmente se asocian a la idea de juicio previo, y que siguiendo a MAIER,(Derecho procesal penal argentino, pp.240 a 252) pueden ser descritos del siguiente modo:

-  Derecho a la sentencia judicial de condena como fundamento de la pena (nulla poena sine iuditio)

El primer alcance del derecho al juicio previo, que se expresa en la fórmula "nulla poena sine iuditio", consiste en la exigencia de una sentencia judicial de condena firme como requisito para la imposición de una pena. En este primer sentido, juicio es sinóni​mo de sentencia.

El principio resulta así una consecuencia de la prohibición general de la autotutela en materia penal y del monopolio que se reconoce al Estado en materia de persecución penal.

Atendido que la noción de juicio, como sinónimo de sentencia, está íntimamente ligada a la idea de Juicio lógico, esto es, de "conclusión lógica de un razonamiento fundado en premisas", se ha considerado que la expresión de dicho razonamiento, esto es, la fundamentación de las sentencias, constituye también una garantía del imputado derivada del derecho al Juicio previo.

En Chile, esta conclusión encuentra fundamento en lo dispuesto por el artículo 19 N° 2, inciso 5° de  la CPR que reza:

"Toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fun​darse en un proceso previo legalmente tramitado". A nivel legal, la exigencia de fundamentación de la sentencia en materia pe​nal se encuentra elevada al nivel de principio básico por el ar​tículo 1° del CPP.: "Ninguna persona podrá ser condenada o  penada, ... sino en virtud de una sentencia fundada...". Finalmente, los requIsitos formales que debe cumplir la fundamentación de la sentencia se encuentran establecidos en el artículo 342 del CPP, siendo incluso considerada moti​vo absoluto de nulidad la omisión de algunos de ellos.

- Derecho a un proceso previo legalmente tramitado (nulla poena sine processu)

El segundo alcance del derecho al juicio previo, que se expresa en la fórmula nulla poena sine processu, consiste en la exigencia de un procedimiento previo a la sentencia. Como explica MAIER, este alcance afirma "la mediatez de la conminación penal, en el sen​tido de que el poder penal del Estado no habilita a la coacción directa, sino que la pena instituida por el Derecho penal repre​senta una previsión abstracta, amenazada al infractor eventual, cuya concreción sólo puede ser el resultado de un procedimien​to regulado por la ley, que culmine en una decisión formaliza​da autorizando al Estado a aplicarla".

En términos de la  CPR, el derecho al juicio previo se traduce en que "toda sentencia de un órgano que ejerza jurisdicción debe fundarse en un proceso previo legalmente tramitado" .

La fórmula, sin embargo, no menciona Ias caracteristicas que debe tener ese procedimiento que ha de conducir a la sentencia, pero ellas se derivan como exigencias de numerosas otras garantías contenidas en los tratados inter​nacionales y en la Constitución Política de la República, que es​tudiaremos a continuación.

Debe observarse que este conjunto de garantías suele agruparse como si se tratara de una sola garantía, bajo la noción de derecho al debido proceso que ha sido tomada de las enmiendas V y XIV de la Constitución Federal de los Estados Unidos de América. Aunque en ese país la noción de debido proceso tiene no sólo un alcance procesal sino también uno sustantivo, ella ha ido cobrando cada vez más fuerza a nivel internacional corno concepto que, de alguna manera, comprende y evoca todas aque​llas garantías procesales cuyo respeto nos parece ineludible en un estado de derecho. De esta manera, ha surgido la pretensión de convertirlo en un verdadero estándar común, de general apli​cación a los diferentes estados.

Lo curioso es, sin embargo, que la noción de debido proce​so goza de un mucho mayor desarrollo doctrinario y jurisprudencial que de reconocimiento explícito en los tratados internacionales y en las declaraciones de derechos contenidas en las leyes funclamentales de cada país.

Así, por ejemplo, la Corte Interamericana de Derechos Hu​manos ha considerado que el principio del debido proceso está re​conocido en el art. 8 de la CADH, pero la convención no utiliza esa noción sino la de garantías judiciales. A juicio de la Corte, el principio del debido proceso abarcaría Ias condiciones que deben cumplirse para asegurar la adecuada defensa de aquellos cuyos derechos u obligaciones están bajo consideración judicial" . Por su parte, la CADH tampoco utiliza esta noción, sino que se limita a efectuar una enumeración de "garantías mínimas" en su art. 6." Lo propio hace el PIDCP en su art. 14. (
)

En España sucede algo parecido. Aunque la Constitución no se refiere a la noción de debido proceso, el Tribunal Constitucional ha entendido que el principio está reconocido en el art. 24 de la Constitución. Con variaciones, la situación se re​pite en Italia y Alemania.


Se da el caso, incluso, de que instrumentos que invocan el principio como estándar general para ciertos efectos menores suelen preferir, para efectos de las declaraciones de derechos, un reconocimiento particularizado de las garantías procesales que lo componen, rehuyendo la utilización del concepto como principio autosuficiente.

Lo anterior puede deberse, en definitiva, a que la noción de debido proceso es todavía de una extraordinaria vaguedad. Aun​que, en general, el derecho al debido proceso puede ser defini​do corno "el derecho que garantiza al ciudadano la realización en el proceso de los principios, derechos y garantías procesales constitucionalizadas", el problema radica en determinar cuá​les son en definitiva dichas garantías procesales y hasta qué pun​to la noción de debido proceso aporta algo, si a través de ella sólo se pretende agrupar otras garantías que gozan ya de un suficien​te desarrollo y reconocimiento autónomo.


  Como lo grafica CHIESA, (CHIESA, Derecho procesal penal.., cit., vol. II, pág. 1.) utilizando lo que él mismo denomina una paradoja: "el derecho a un debido proceso de ley es la más y menos importante protección constitucional que tiene el acusado bajo nuestro ordenamiento procesal criminal... Por un lado, el debido proceso de ley es la garantía más fundamental que tiene un ciudadano ante una investigación y procesamien​to criminal. Pero, por otro lado, se trata de una garantía muy ​difusa, de gran generalidad, que de ordinario se concreta, por así decirlo, en garantías constitucionales específicas".

De lo anterior resulta que la noción de de​bido proceso adquiere mayor importancia cuanto menos preci​so y específico sea el catálogo de garantías de un tratado, constitución o declaración de derechos. La idea de debido pro​ceso ha venido así a servir a menudo de vehículo para entender incorporadas a las declaraciones de derechos garantías específi​cas que no aparecían explícitamente reconocidas de manera au​tónoma. Como natural contrapartida, la noción ha prestado pocos servicios allí donde el catálogo de garantías es exhausti​vo, como lo son en general los tratados internacionales ratifica​dos por Chile.

No obstante lo anterior, la determinación de los contornos concretos del derecho a un debido proceso está lejos de ser indife​rente para nuestro sistema.

En primer lugar, se trata de una garantía que, en términos bastante peculiares, se encuentra reconocida explícitamente en nuestra Constitución Política. La fórmula empleada es, como sabemos, un mensaje dirigido al legislador: "Corresponderá al legislador establecer siempre las garantías de un procedimien​to y una investigación racionales y justos".

En segundo término, se trata de una garantía cuyo respeto ‑a lo menos en la idea del legislador‑ constituye el objetivo cen​tral que define el rol y la denominación de uno de los actores básícos del nuevo sistema, como es el juez de garantia. Así, por lo menos resulta de la historia legislativa que culminó con la sus​titución de esta denominación por la original que era juez de con​trol de la instrucción (art. 19 N° 3, inc. 5° CPR). (
 )

Finalmente, se trata de una garantía que, aunque no ha sido reconocida entre los principios básicos del CPP, aparece consi​derada como estándar de legitimidad internacional de las sentencias extranjeras, y cuya consideración en general ha inspirado las numerosas disposiciones destinadas a hacer efecti​vas las garantías judiciales que frecuentemente se asocian a este concepto.



Como se ve, la definición del rol y los contornos de la no​ción de debido proceso está lejos de ser indiferente en nuestro sistema, pero se trata de una tarea todavía pendiente. Por esta ra​zón, optaremos en lo que sigue por analizar en forma autónoma las diversas garantías que tradicionalmente han sido asociadas a la noción de debido proceso, en todo cuanto su desarrollo autó​nomo nos lo permita.

El CPP utiliza la noción de debido proceso en una sola ocasión, precis​amente ante la necesidad de invocar un estándar internacional. Así, en el art. 13, referido al efecto en Chile  de las sentencias penales de tribunales extranjeros, se autoriza desconocer valor a una sentencia extranjera "si el proceso respectivo no hubiere sido instruido de conformidad con las garantías de un debido proceso" (art. 13 CPP).

2. Derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable.

El derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable (arts. 7.5 y 8.1 CADH), también conocido como derecho a un proceso sin dilaciones indebidas (art. 14.3.c PIDCP) ha sido definido por GIMENO como "un derecho subjetivo constitucional, que asiste a todos los suje​tos que hayan sido parte en un procedimiento penal, de carácter autónomo, aunque instrumental del derecho a la tutela, y que se dirige frente a los órganos del Poder judicial (aun cuando en su ejercicio han de estar comprometidos todos los demás poderes del Estado), creando en ellos la obligación de actuar en un plazo razonable el ius puniendi o de reconocer y, en su caso, restablecer inmediatamente el derecho a la libertad". 
Tal como lo insinúa la definición, la afirmación del carác​ter autónomo del derecho en estudio no excluye su conside​ración como elemento integrante de garantías más amplias, como el derecho a la "tutela judicial efectiva"  o el derecho al debido proceso.


El derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable goza de un considerable desarrollo en los Estados Unidos bajo la fórmula del "derecho a un juicio rápido" (speedy trial) reconocida en la Enmienda VI." La jurisprudencia norteamericana ha afir​mado que esta garantía está destinada a proteger tres valores in​herentes al sistema angloamericano de justicia criminal: 1) evitar indebida y opresiva encarcelación antes del juicio; 2) minimi​zar la ansiedad y preocupación que genera una acusación pública y 3) limitar las posibilidades de que una dilación extensa menoscabe la capacidad del acusado para defenderse. 

En el Sistema Interamericano de Derechos Humanos, las pre​ocupaciones que motivan el reconocimiento del derecho a un juicio rápido han encontrado concreción en dos normas dife​rentes. Así, el art. 8.1 de la CADH reconoce con carácter gene​ral, a "toda persona" el "derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable", en tanto el art. 7.5 reconoce particularmente a "toda persona detenida o retenida "su "derecho a ser juzgada den​tro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjui​cio de que continúe el proceso".

La Comisión Interamericana de Derechos Humanos ha con​siderado que "aunque se inspiran en el mismo principio, ambas  disposiciones no son idénticas en sus referencias  a lo que constituye un plazo razonable. Un atraso que constituya violación de la disposición del artículo 7.5 puede estar justificado se​gún el artículo 8.1. La especificidad del artículo 7.5 radica en el hecho que un individuo acusado y detenido tiene el derecho a que su caso sea resuelto con prioridad y conducido con diligen​cia. La posibilidad que el Estado tiene de aplicar medidas coer​citivas, como la prisión preventiva, es una de las razones decisivas que justifican el trato prioritario que debe darse a los procedimientos que privan de libertad a los acusados. El concepto de tiempo razonable contemplado en el artículo 7 y el artículo 8 difieren en que el artículo 7 posibilita que un individuo sea li​berado sin perjuicio de que continúe su proceso. El tiempo es​tablecido para la detención es necesariamente mucho menor que el destinado para todo el juicio".

La garantía en estudio entronca con el principio de Inocen​cia. Como ha señalado también la Comisión Interamericana de Derechos Humanos: " ... el principio de la legalidad que estable​ce la necesidad de que el Estado proceda al enjuiciamiento pe​nal de todos los delitos, no justifica que se dedique un período de tiempo ilimitado a la resolución de un asunto de índole cri​minal. De otro modo, se asumiría de manera implícita que el Estado siempre enjuicia a culpables y que, por lo tanto, es irre​levante el tiempo que se utilice para probar la culpabilidad. De conformidad con las normas internacionales, el acusado debe ser considerado inocente hasta que se pruebe su culpabilidad".

Como resulta obvio, el problema fundamental que se asocia al estudio de esta garantía es la determinación de lo que debe entenderse por un "plazo razonable" o una "dilación indebida", que merezca reparos desde el punto de 'vista de las garantías fun​damentales.

Razonando sobre el concepto de dilación indebida y aplican​do los criterios del Tribunal Constitucional español y del Tribunal Europeo de Derechos Humanos, GIMENO señala que por dilación "no se puede entender otra cosa que el incumplimien​to de los plazos y términos preestablecidos", pero precisa que para que pueda calificarse de indebida ha de tenerse en cuenta Ia complejidad del asunto, el comportamiento de los demandan​les y el de las autoridades judiciales".

En la misma línea, la Corte Interamericana de Derechos Hu​manos, ha declarado que se deben tomar en cuenta tres elementos para determinar la razonabilidad del plazo en el cual se desarrolla el proceso: a) la complejidad del asunto; b) la actividad procesal del interesado; c) la conducta de las autoridades judiciales".

En el estudio de las demoras en el proceso, la Corte Intera​mericana, siguiendo a la Corte Europea ha empleado para de​terminar la razonabilidad del plazo lo que llama "análisis global del procedimiento". Esto implica que no se trata de una garan​tía que se aplique sólo a la etapa del Juicio, sino al procedimiento en su globalidad. Siguiendo este criterio, ha computado el plazo desde la aprehensión del imputado y ha señalado que el proceso termina cuando se dicta sentencia definitiva y firme en el asunto, y que, particularmente en materia penal, dicho plazo debe comprender todo el procedimiento, incluyendo los recur​sos de instancia que pudieran eventualmente presentarse. 

El nuevo sistema procesal penal no ha elevado el derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable a nivel de principios, pero contiene numerosas disposiciones orientadas a conferir la protección que impone dicha garantía. Así, la formalización de la investigación (que corresponde propiamente en nuestro Sis​tema a la formulación de cargos), activa un plazo legal máximo de dos años para el cierre de la investigación. (art. 247 CPP), que  puede, además, ser reducido judicialmente en la audiencia de formali​zación de la investigación. (Art. 234 CPP). Por otra parte, y aunque en princi​pio la instrucción no está sujeta a plazo antes de la formalización, la ley faculta a cualquier persona que se sienta afectada por una investigación no formalizada para solicitarle al juez de garantía que fije al fiscal un plazo para que la formalice. (art. 186 CPP). Por su parte, la audiencia de preparación del juicio oral y la de juicio oral pro​piamente tal están sometidas a plazos breves para su realiza​ción (arts. 260 y 281 CPP), y se llega al extremo de imponer, bajo amenaza de nulídad del juicio, la exigencia de comunicación inmediata de la decisión de absolución o condena y, en principio, la redac​ción de la sentencia, aunque excepcionalmente la deliberación puede prolongarse hasta por veinticuatro horas y la redacción de la sentencia hasta por siete días. (arts. 343 y 344 CPP).

3.- Derecho de defensa

GIMENO define el derecho de defensa como "el derecho funda​mental que asiste a todo imputado y a su abogado defensor a com​parecer inmediatamente en la instrucción y a lo largo de todo el proceso penal a fin de poder contestar con eficacia la imputación o acusación contra aquél existente, articulando con plena liber​tad e igualdad de armas los actos de prueba, de postulación e im​pugnación necesarios para hacer valer dentro del proceso penal el derecho a la libertad que asiste a todo ciudadano que, por no haber sido condenado, se presume inocente." (GIMENO SENDRA, Derecho procesal penal (con MORENO CATENA Y CORTES DOMINGUEZ), cit., p. 68.)

Para MONTERO AROCA, el derecho de defensa, en cambio, "se concibe como un derecho de rango fundamental, atribuido a las partes de todo proceso, que consiste básicamente en la necesidad de que éstas sean oídas, en el sentido de que puedan alegar y pro​bar para conformar la resolución judicial, y de que conozcan y puedan rebatir todos los materiales de hecho y de derecho que puedan influir en la resolución judicial" se trataría de una de las facetas del principio de contradicción, que consistiría a su vez en un mandato dirigido al legislador ordinario para que regule el pro​ceso, cualquier proceso, partiendo de la base de que las partes han de disponer de plenas facultades procesales para tender a conformar la resolución que debe dictar el órgano judicial. (MONTERO AROCA, Principios del proceso penal, Tirant Lo Blanch, Valen​cia, 1997,pag. 140.)

HORVITZ y López agrupan estas garantías descompo​niendo a su vez el derecho de defensa en dos grandes aspectos: por una parte, garantías relativas al derecho de defensa material y, por otra, ga​rantías relativas al derecho a la defensa técnica. El primer grupo, a su vez, estaría integrado por derechos de información, derechos de intervención en el procedimiento y derechos que imponen un deber de abstención a las autoridades de persecución penal pública; el segundo grupo estaría integrado por el derecho a la designación y sustitución del defensor, la defensa necesaria y los derechos y facultades del defensor mismo. Todas ellas serán tratadas al revisar las normas relativas al imputado y el defensor.

4. Derecho a la presunción de inocencia

El derecho a la presunción de inocencia es una de las banderas de lucha de la reforma liberal al sistema inquisitivo y aparece por primera vez en Francia, en la Declaración de los Derechos del Hombre y del Ciudadano. Dicha declaración estableció que debía presumirse inocente "a todo hombre hasta que haya sido declarado culpable". 

El principio aparece actualmente reconocido en el art. 11.1 de la Declaración Universal de los Derechos Humanos: "Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se pre​suma su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad, conforme a la ley y al juicio público en el que se hayan asegurado todas las garantías necesarias para su defensa".

El derecho a la presunción de inocencia tiene en Chile rango constitucional por el hecho de estar incorporada en los tratados internacionales ratificados por Chile y que se encuentran vigentes. Entre ellos, destaca la Convención Americana sobre Derechos Hu​manos, que en su art. 8.2 establece: "Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. En términos muy similares, declara también este principio el art. 14.2 del PIDCP. (Art. 14.2: Toda persona acusada de un delito tiene derecho a que se pre​surna su inocencia mientras no se pruebe su culpabilidad conforme a la ley".)

Contrariamente, sin embargo, el principio de inocencia no aparece como tal consagrado en el texto de la CPR y es un hecho que se trata de una de las garantías que se encontraba más seria​mente afectadas por el sistema inquisitivo impuesto por el CdPP. La reforma procesal penal, sin embargo, lo considera como uno de los principios básicos del nuevo proceso, incorporándolo en tal calidad en el art. 4° CPP: "Presunción de inocencia del imputado. Ninguna persona será considerada culpable ni tratada como tal en tanto no fuere condenada por una sentencia firme".

Para BINDER, el principio de inocencia (o de no culpabilidad, como prefiere llamarlo), constituye una derivación de la garan​tía del juicio previo. La Corte IDH, por su parte, ha considerado a la presunción de inocencia como integrante del debido proceso  y comprensiva, a su vez, del principio de correlación entre imputacion y fallo.

Lo cierto es que, independientemente de la ubicación siste​mática que se prefiera para analizarlo, el derecho a la presun​ción de inocencia constituye un principio político sobre el cual está estructurado todo el proceso penal moderno. Como observa Maier: 'La ley fundamental impide que se trate como a un culpable a la persona a quien se le atribuye un hecho punible, cualquiera que sea el grado de verosimilitud de la imputación, hasta tanto el Estado, por intermedio de los órganos judiciales establecidos para exteriorizar su voluntad en esta materia, no pronuncie la sentencia penal firme que declare su culpabilidad y la someta a una pena" En otras palabras, podríamos decir con BINDER que el principio de inocencia refleja "el status básico de un ciudadano sometido a proceso. El llega al proceso con un status que debe ser destruido y en ello reside la construcción de la culpabilidad".

Es necesario tener en consideración que cuando se habla del derecho a la presunción de inocencia no se utiliza la palabra "pre​sunción" en el sentido que tiene este concepto en el derecho pro​batorio. Como explica BINDER: (Introducción al derecho procesal penal, pág. 126) "lo que está en juego no es ningún nivel de conocimiento, sino una garantía política que protege al ciudadano que ingresa al ámbito de actuación de las nor​mas procesales y penales". Esto es importante porque el proce​so penal, conforme al principio de la verdad material, constituye en sí mismo un sistema de reconstrucción de la verdad que invo​lucra grados crecientes de sospecha respecto de la participación que ha cabido a un individuo en un hecho punible, avanzando naturalmente desde el estado de duda hasta el estado de certeza. El principio de inocencia no constituye un obstáculo al desarro​llo gradual de estos niveles de conocimiento ni a la posibilidad de adoptar resoluciones basadas en ellos. Constituye, por el con​trario, un obstáculo para que se impongan al imputado las conse​cuencias penales derivadas del juicio de culpabilidad.

El reconocimiento del derecho a la presunción de inocen​cia tiene claramente dos consecuencias:

1. La carga de la prueba corresponde al Estado
La primera consecuencia del derecho a la presunción de ino​cencia es que la carga de la prueba en el juicio penal corres​ponde al Estado. En este primer aspecto, entonces, el principio se expresa como una regla de enjuiciamiento; es decir, significa que si el Estado no logra satisfacer el estándar probatorio impuesto por la ley procesal penal, la consecuencia necesaria del incumplimiento de esa carga es la absolución del acusado.

Se trata, como se puede apreciar, de una aplicación vincula​da al principio in dubio pro reo.

El problema más directamente vinculado con este primer aspecto de la garantía es el grado de prueba necesario para cons​truir la culpabilidad. MAIER considera al respecto que el principio impone la exigencia de que la sentencia de condena y, por ende, la aplicación de una pena, sólo puede estar fundada en la certeza del tribunal que falla acerca de la existencia de un he​cho punible atribuible al acusado". (Maier, Derecho procesal argentino, pág.  257). En el mismo sentido, Binder: Construir con certeza la culpabilidad significa destruir sin lugar a dudas la situación básica de libertad de la persona imputada. Si no existe ese grado de certeza, no se puede arribar a la decisión de culpabilidad. Ese es el principio de favor rei, comúnmente mencionado como in dubio pro reo. Según él, la situación básica de libertad debe ser destruída mediante una certeza; en caso contrario, permanece el status básico de libertad. (Introducción,... pág. 127).

En nuestro sistema, a partir de la entrada en vigencia del CPP, el estándar de convicción exigido para condenar corresponde al estándar de "duda razonable" establecido en el art. 340 del CPP. "Convicción del tribunal. Nadie podrá ser condenado por de​lito sino cuando el tribunal que lo juzgare adquiriere, más allá de toda duda razonable, la convicción de que realmente se hubie​re cometido el hecho punible objeto de la acusación y que en él hubiere correspondido al acusado una participación culpable y penada por la ley".

La Comisión mixta tuvo presente que el estandar de convicción "más allá de toda duda razonable" es propio del derecho anglosajón, y no del europeo continental, por lo que resulta una novedad también para el ordenamiento jurídico chileno. Sin embargo, es un concepto útil, toda vez que está suficientemente decantado y elimina las discusiones relativas al grado de convicción que se requiere, dejando en evidencia que no se trata de una convicción absoluta, sino de aquélla que excluya las dudas más importantes.

Por su parte, "duda razonable" ha sido definida en el siste​ma norteamericano ‑a partir de la jurisprudencia existente​ - como "el estándar usado para determinar la culpabilidad o inocen​cia de una persona acusada de un delito. Para ser culpable de un delito se debe probar que uno es culpable más allá de una duda razonable. Una duda razonable que justificaría absolución es una duda basada en la razón y que surja de la evidencia o la falta de evidencia, y es la duda que un hombre o mujer razona​ble podría abrigar, y no la es una duda rebuscada ni imaginada, ni la duda que un jurado podría hacer aparecer para evitar rea​lizar una tarea o deber desagradable. Duda razonable es una duda que llevaría a las personas prudentes a dudar antes de ac​tuar en materias de importancia para ellos mismos. Es duda ba​sada en evidencia o en falta de evidencia". 

En ocasiones, se consideran también como efectos de la pre​sunción de inocencia en materia probatoria la exigencia de que la actividad probatoria se realice en el juicio oral y la prohibi​ción de admitir como prueba la que legalmente no tenga tal ca​rácter. 


2. El imputado debe ser tratado como inocente

La segunda consecuencia del principio de inocencia es el trato de inocente. Como resulta obvio, si el imputado no puede ser considerado culpable en tanto no sea condenado en la senten​cia, de ninguna manera podría ser tratado como culpable, esto es, imponérsele por anticipado las consecuencias propias de la sentencia condenatoria y entre ellas, por supuesto, la privación de libertad.

Sin embargo, como explica MAIER, Ia afirmación del trato de inocente no se ha podido sostener al punto de eliminar toda posibilidad de utilizar coerción estatal, incluso sobre la misma persona del imputado, durante el procedimiento de persecución penal pública. En otras palabras, el principio de inocencia no excluye, de plano, la posibilidad de decretar medidas cautelares de caracter personal durante el procedimiento. En este sen​tido, instituciones como la detención o la prisión preventiva resultan legitimadas, en principio, siempre que no tengan por consecuencia anticipar los efectos de la sentencia condenatoria sino asegurar los fines del procedimiento. 

Tan aceptado es lo anterior, que los mismos tratados inter​nacionales que reconocen el derecho a la presunción de ino​cencia están lejos de excluir la legitimidad de las privaciones de libertad que se producen durante el proceso. Ellos procuran, por el contrario, establecer limitaciones para evitar que tales priva​ciones de libertad puedan tener un carácter arbitrario o ilegal. Así se puede observar, por ejemplo, en los arts. 9° del PIDCP y 7° de la CADH. 

"Artículo 9 (PIDCP): 1. Todo individuo tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. Nadie podrá ser sometido a detención o prisión arbitrarias. Nadie podrá ser privado de su libertad, salvo por las causas fijadas por ley y con arreglo al procedimiento establecido en ésta. 2. Toda persona detenida será informada, en el momento de su detención, de las razones de la misma, y notificada, sin demora, de la acusación formulada contra ella. 3. Toda persona detenida o presa a causa de una infracción penal será llevada sin demora ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales, y tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad. La prisión  preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla general, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren  la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo. 4. Toda per​sona que sea privada de libertad en virtud de detención o prisión tendrá derecho a recurrir ante un tribunal, a fin de que éste decida a la brevedad posible sobre la legalidad de su prisión y ordene su libertad si la prisión fuera ilegal. 5. Toda  persona que haya sido ilegalmente  detenida o presa, tendrá el derecho efectivo a obtener reparación.".

"Artículo 7 (CADH). Derecho a la Libertad Personal. 1. Toda persona tiene derecho a la libertad y a la seguridad personales. 2. Nadie puede ser privado de su libertad física salvo por las causas y, en las condiciones fijadas de antemano por las Constituciones Políticas de los Estados partes o por las leyes dictadas conforme ​a ellas. 3. Nadie puede ser sometido a detención o encarcelamiento arbi​trarios. 4. Toda persona detenida o retenida debe ser informada de las razones de su detención y notificada, sin demora, del cargo o cargos formulados contra ella. Toda persona detenida o retenida debe ser llevada, sin demora, ante un juez u otro funcionario autorizado por la ley para ejercer funciones judiciales y, tendrá derecho a ser juzgada dentro de un plazo razonable o a ser puesta en libertad, sin perjuicio de que continúe el proceso. Su libertad podrá estar condi​cionada a garantías que aseguren su comparecencia en el juicio. 6. Toda persona privada de libertad tiene derecho a recurrir ante un juez o tribunal competente ​a fin de que éste decida, sin demora, sobre la legalidad de su arresto o detencíón y ordene su libertad si el arresto o la detención fueran ilegales. En los Estados partes cuyas leyes prevén que toda persona que se viera amenazada de ser privada de su libertad tiene derecho a recurrir a un juez o tribunal competente a fin de que éste decida sobre la legalidad de tal amenaza, dicho recurso  no puede ser restringido ni abolido. Los recursos podrán interponerse por sí o por otra persona. 7. Nadie será detenido por deudas. Este principio no limita los mandatos de autoridad judicial competente dictados por incumplimientos de deberes al alimentarios".

Se trata, entonces, de que el derecho a la presunción de ino​cencia juega un rol fundamental en el establecimiento de los límites que deben entenderse impuestos al carácter de estas rne​didas coercitivas adoptadas; éstas no pueden convertirse en una forma de anticipación de pena, pues si así fuera se estaría precisa​mente logrando lo que el principio proscribe: imponer antici​padamente la sanción penal a quien no ha sido declarado culpable. La única finalidad aceptada para las medidas cautela​res será, como hemos dicho, asegurar los fines del procedimiento.

Esta idea aparece muy bien expresada en el artículo 122 del CPP, que refiriéndose a la "finalidad y alcances" de las medidas cautelares personales, señala: "Las medidas cautelares personales sólo serán impuestas cuando fueren absolutamente indispensables para asegurar la realización de los fines del procedimiento y sólo durarán mientras subsistiere la necesidad de su aplicación".


El problema, entonces, radica en determinar cuáles son estos fines del procedimiento que legitiman la adopción de una me​dida coercitiva respecto del imputado antes de que exista sentencia ejecutoriada en la causa. NIMER sostiene que "como tantas veces se ha dicho, estos fines se resumen en el correcto establecimiento de la verdad y en la actuación de la ley penal." Y explica luego: " ... la coerción procesal es aplicación de la fuerza pública que coarta libertades reconocidas por el orden juridico, cuya finalidad, sin embargo, no reside en la reacción del Derecho frente a la infracción de una norma de deber, sino en el resguardo de los fines que persigue el mismo procedimiento, averiguar la verdad y actuar la ley sustantiva, o en la prevención inmediata sobre el hecho con​creto que constituye el objeto del procedimiento. Por ello, es verdad que, en el Derecho procesal penal, excluyendo los fines preventivos inmediatos, el fundamento real de una medida de coerción sólo puede residir en el peligro de fuga del imputado o en el peligro de que se obstaculice la averiguación de la verdad. 

Esta posición encuentra sustento positivo en los tratados in​ternacionales sobre derechos humanos, en particular en el art. 9.3 del PIDCP, conforme al cual: "La prisión preventiva de las personas que hayan de ser juzgadas no debe ser la regla ge​neral, pero su libertad podrá estar subordinada a garantías que aseguren la comparecencia del acusado en el acto del juicio, o en cualquier otro momento de las diligencias procesales y, en su caso, para la ejecución del fallo".` La Corte Interamericana de Derechos Humanos, aplicando el art. 7.5 de la CADH, se ha pronunciado también en el mismo sentido. 

Como se puede apreciar, entonces, el principio de inocen​cia deja cabida para la detención y la prisión preventiva cuando ésta se funda en la necesidad de evitar el peligro de fuga o en el peligro de destrucción de prueba. Incluso, en la concepción de MAIER, podría dejar cabida (por la vía de la necesidad de pre​vención inmediata sobre el hecho concreto) para fundarla en el peligro para la seguridad de la víctima. No deja, sin embargo, lu​gar alguno para la aplicación del criterio de peligro para la seguriidad de la sociedad, que nuestro sistema reconoce con rango constitucional en el art. 19 N° 7 letra e) de la CPR.

Pero esto no sólo sucede porque la doctrina y los tratados internacionales no admitan expresamente la causal como fun​damento de la prisión preventiva, sino porque la prisión funda​da en peligrosidad es siempre e inevitablemente una anticipación de pena, a menos que la pena sea considerada pura retribución. En efecto, si reconocemos a la pena efectos preventivos genera​les o especiales, resulta evidente que lo que entendemos por evi​tación de peligro para la seguridad de la sociedad no es sino una de las finalidades de la pena y, por tanto, si permitimos que una de las finalidades de la pena se cumpla anticipadamente duran​te el proceso, lo que estamos haciendo no es sino anticiparla, en violación del principio de inocencia.

5. Inadmisibilidad de la persecución penal múltiple

La última garantía general del imputado ante la persecución penal del Estado es la inadmisibilidad de la persecución penal múltiple o (en su denominación más tradicional) el principio del ne bis in idem o non bis in idem.

El primer problema que plantea esta garantía es el de su formulación.

Así, el PIDCP la consagra en los siguientes términos: "Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un delito por el cual haya sido ya condenado o absuelto por una sentencia firme de acuer​do con la ley y el procedimiento penal de cada país". Por su parte, la CADH la incluye entre las "garantías judiciales", afirman​do que "el inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá  ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos".

Ambas formulaciones resultan insatisfactorias, porque pare​cen restringir el alcance del principio, que tiene siempre un sen​tido garantista. Así, por ejemplo, la formulación de la CADH, que se refiere al inculpado absuelto, pareciera no impedir que el con​denado por un delito volviera a ser sometido a juicio para la apli​cación de una pena más grave; por su parte, la redacción del PIDCP, que se refiere a delitos y no a hechos, pareciera dejar la puer​ta abierta para que, invocando una calificación jurídica distin​ta, el Estado pudiera volver a perseguir penalmente en relación con una misina hipótesis fáctica.

No obstante lo anterior, más allá de la discusión en torno a la correcta formulación del principio, pareciera existir consen​so en que lo que éste pretende es proteger al imputado del ries​go de una nueva persecución penal, simultánea o sucesiva, por la misma realidad histórica atribuída en una persecución penal anterior dirigida en su contra.

El principio no se encuentra reconocido, como tal, en la CPR, pero el CPP lo ha elevado a la calidad de principio básico del proceso penal chileno en el art. 1.2 que reza: "La persona condenada, absuelta o sobreseída definitivamente por sentencia ejecutoriada, no podrá ser sometida a un nuevo procedimiento penal por el mismo hecho".

En general, se afirma que existirá identidad entre la perse​cución penal y, por lo tanto, infracción de la garantía, cuando concurran tres identidades o correspondencias: 1) identidad de persona (eadm persona); 2) identidad de objeto (eadem res); y 3) identidad de motivo de persecución (causa petendi).

La identidad de persona suele ser resuelta pacíficamente, exi​giéndose que exista una identidad física, es decir, que se trate del mismo imputado en una y otra persecución penal. La refe​rencia al imputado resulta, en todo caso, determinante, ya que implica la afirmación de que la garantía se activa por la mera imputación. Esto significa, conforme a las normas del CPP, que la garantía será infringida desde la primera actuación del nuevo procediiniento dirigido en su contra, entendiéndose por tal cualquiera diligencia o gestión, sea de investigación, de carác​ter cautelar o de otra especie, que se realizare por o ante un tribunal con competencia en lo criminal, el ministerio público o la policía, en la que se atribuyere a una persona responsabili​dad en un hecho punible por el cual ya fue juzgado con ante​rioridad."`

La identidad objetiva está referida a la identidad del hecho imputado. La regla que preside este punto es que debe prescindirse de toda valoración jurídica del hecho. De esta manera se impide que, invocando una calificación jurídica distinta, pudiera llegar a burlarse el principio. Sin embargo, el problema estriba en determinar cuándo se trata de un mismo hecho, es decir, si es necesaria una correspondencia total o absoluta o se admiten pequeñas diferencias de detalle. En general, se admi​te que para que opere la garantía del ne bis in idm basta que se mantenga "la estructura básica de la hipótesis fáctica"." Sin em​bargo incluso la determinación de cuál es esa estructura básica puede resultar conflictiva, por lo que parece adecuada la pos​tura de BINDER cuando señala que "en última instancia, la solu​ción es eminentemente valorativa... Es decir, en aquellos casos en los que se ha ejercido el poder penal con suficiente intensidad y, además, ha existido la posibilidad de completar adecuadamente la descripción del hecho, aunque ello no se haya producido por carencias de la propia investigación, la identidad del hecho debe ser comprendida del modo más amplio posible". 

Finalmente, la identidad de causa se refiere a la pretensión punitiva, de tal manera que no existirá infracción al principio si la pretensión de uno de los procesos no es la aplicación de una sanción penal, sino una reparación civil o una sanción disciplinaria, por ejemplo.

Por último, para la correcta interpretación del principio, es necesario tener en cuenta que éste tiene siempre una dimen​sión garantista, de manera tal que él no impide, por ejemplo, la revisión de las sentencias firmes a favor del imputado.

3. GARANTIAS  DEL JUICIO

La etapa del juicio constituye, propiamente, la que está llamada a reflejar el derecho a un juicio previo con todas las garantías.

Desde el punto de vista teórico, esta es la etapa del proceso penal propiamente  tal.


Por ello, todas las garantías generales del procedimiento, anteriormente analizadas, se aplican durante esta etapa en su máxima intensidad. EI juicio, sin embargo, reserva para sí a lo menos dos rasgos ineludibles, que tienen un carácter claramente garantista y que definen en sí mismo el proceso penal: debe tratarse de un juicio oral y público, con todas las consecuencias que ello conlleva, y que estudiaremos a continuación.

1. Derecho a juicio público

Entre aquellas garantías que suelen usualmente asociarse a la noción de debido proceso, pero que tienen un suficiente desarrollo autónomo, se encuentra el derecho al Juicio Público. Se trata, como lo destaca GIMENO SENDRA, de un principio que constituye una conquista del pensamiento liberal frente al pro​cedimiento escrito o justicia de gabinete", propio del antiguo régimen. Es entonces, un producto del proceso de reforma al procedimiento inquisitivo. 

Siguiendo a ROXIN, el fundamento de la publicidad es tri​ple: "Su significado esencial reside en a) consolidar la confian​za pública en la administración de justicia, b) fomentar la responsabilidad de los órganos de la administración de justicia y c) evitar la posibilidad de que circunstancias ajenas a la causa influyan en el tribunal y, con ello, en la sentencia."

El principio de publicidad está consagrado en el art. 8.5 de la CADH: "El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia. Lo recono​ce también, explícitamente, el art. 14.1 del PIDCP. (Toda persona tendrá derecho a ser oída públicarnente y con las debidas garantías por un tribunal competente, independiente e imparcial, establecido por la ley, en la substanciación de cualquier acusación de carácter penal formulada contra ella o para la determinación de sus derechos u obligaciones de carácter civil.)

Aunque en nuestra CPR debiéramos entender implícita la consagración del derecho a un juicio público dentro de las ga​rantías de un justo y racional procedimiento (art. 19 N° 3 inc. 5°), lo cierto es que no hay en ella referencia explícita al principio de publicidad.


En el CPP, en cambio, la publicidad se consagra como uno de los principios básicos del procedimiento y una de las garantías fundamentales del juicio. Así, el artículo 1°, inciso 1°, 2a parte, declara: "Toda persona tiene derecho a un juicio previo, oral y público, desarrollado en conformidad con las normas de este cuerpo legal". El artículo 374 letra d) concreta esta garantía considerando que es motivo absoluto de nulidad y, en consecuencia, el juicio y la sentencia serán siempre anulados "cuando en el juicio oral hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre publicidad y continuidad del juicio".

La garantía de publicidad, tal como aparece tratada en  el  CPP, se satisface con el acceso público a la Sala de Audien​cias. Conforme al inciso final del artículo 289, los medios de comunicación social podrán fotografiar, filmar o transmitir al​guna parte de la audiencia cuando el tribunal así lo determine. Dicha posibilidad no rige si ambas partes se opusieren a ello, pero si sólo una lo hiciere, el tribunal deberá resolver.

El principio de publicidad no es absoluto, razón por la cual cede ante la necesidad de proteger la intimidad, el honor o la seguridad de cualquier persona que debiere tomar parte en el juicio y de evitar la divulgación de un secreto protegido por la ley. En estos casos, la ley faculta al tribunal para disponer, a petición de parte y por resolución fundada, una o más de las siguientes medidas: a) impedir el acceso u ordenar la salida de personas determinadas de la sala donde se efectuare la audien​cia, y b) impedir el acceso del público en general u ordenar su salida para la práctica de pruebas específicas.

Todo el tratamiento del CPP en relación al principio de pu​blicidad aparece referido al juicio oral. En verdad, la aplicación del Principio de publicidad con carácter de derecho humano a las etapas anteriores del procedimiento resulta discutible. Por lo pronto, pareciera existir consenso doctrinario en cuanto a que el principio de publicidad rige en plenitud para la etapa del juicio, mas no así en cuanto a su aplicación con la misma intensidad en las etapas preliminares del procedimiento.

La circunstancia de no reconocer el carácter de derecho humano a las aplicaciones del principio de publicidad de las eta​pas preliminares no significa, sin embargo, desconocer la existencia de numerosas disposiciones legales que garantizan la publicidad de las actuaciones durante estas etapas. Por el con​trario, el nuevo sistema procesal penal acentúa las apli​caciones de ese principio, en clara reacción a los problemas que generaba el carácter secreto del sumario en el CdPP. Así, el ar​tículo 182 CPP establece que las actuaciones de la policía y del ministerio público sólo serán secretas para los terceros ajenos al procedimiento, e instaura como regla general que el imputa​do y los demás intervinientes en el procedimiento podrán siem​pre examinar los registros y los documentos de la investigación fiscal y policial. Sólo excepcionalmente se faculta al fiscal para disponer que determinadas actuaciones, registros o documen​tos sean mantenidos en secreto respecto del imputado o de los demás intervinientes, por un plazo no superior a cuarenta días. Adicionalmente, como ya hemos dicho, el CPP permite que el imputado tenga acceso a los registros judiciales, reconoce por regla general el derecho a examinar los registros y documentos de la investigación fiscal y policial y el derecho a intervenir en todas las actuaciones judiciales. Del mismo modo, aunque el CPP no lo establece expresamente, se ha entendido que to​das las audiencias de las etapas preliminares son públicas.

2. Derecho a juicio oral

El derecho a un juicio oral está reconocido con rango legal en el artículo 1° del CPP. La fórmula utilizada por el legislador ("de​recho a un juicio previo, oral y público..."),  revela que la vigencia del principio de oralidad ha sido una garantía indisolublemente asociada a la garantía de publicidad. 

Por esta razón, en las Convenciones internacionales la garan​tía de la oralidad carece de un reconocimiento explícito y dife​renciado de la garantía de publicidad, abundando, en cambio, referencias más bien implícitas a la necesidad de un juicio oral. Su carácter de garantía, no obstante, ha ido paulatinamente ga​nando terreno, al punto que hoy se encuentra incluso recono​cida constitucionalmente en algunos Estados. 
Para BINDER, (Introducción..., p. 100,) la oralidad no es un principio sino un instrumento, un mecanismo que permite la concreción de principios políti​cos y garantías tales como la inmediación y la publicidad. Gráficamente expresa esta idea refiriéndose al derecho argentino: "Podemos afirmar pues, que existen nor​mas constitucionales claras que determinan que el juicio penal debe ser público, debe ser realizado por jueces y jurados. Cabe preguntarse ahora: ¿existe otra forma de realizar un juicio público, con la presencia obligada del juez, y por jurados, que no sea mediante la oralidad? Es evidente que no, porque ella es el único mecanismo que se ha hallado hasta el momento para realizar un juicio penal de las características señaladas por nuestra ley básica".

El derecho a un juicio oral impone la exigencia de que el fundamento de una sentencia sólo puede provenir de un debate público e inmediato. 

El principio de oralidad aplicado al juicio se encuentra consagrado en el artículo 291 del CPP, conforme al cual esta audiencia se desarrollará en forma oral, tanto en lo relativo a las alegaciones y argumentaciones de las partes como a las declaraciones del acusado, a la recepción de las pruebas y, en general, a toda intervención de quienes participaren en ella. Las resolu​ciones serán dictadas y fundamentadas verbalmente por el tri​bunal y se entenderán notificadas desde el momento de su pronunciamiento, debiendo constar en el registro del juicio. El tribunal no admitirá la presentación de argumentaciones o pe​ticiones por escrito durante la audiencia del juicio oral.

Este principio se reafirma en numerosas disposiciones lega​les, que en forma particularizada prohíben sustituir las declara​ciones de testigos y peritos por la lectura de registros u otros documentos, en particular las de los policías. La ley prohí​be, asimismo, incorporar o invocar como medios de prueba ni dar lectura durante el luicio oral, a los registros y demás docu​mentos que dieren cuenta de diligencias o actuaciones realiza​das por la policía o el ministerio público.

El principio, sin embargo, no es absoluto, y reconoce excep​ciones en la posibilidad de intervención por escrito de los dis​capacitados que no pudieren hablar (art. 291 inc. 3° CPP; y en las hipótesis en que se permite excepcionalmente la lectura de documentos (art. 333 CPP) y de declaraciones anteriores de tes​tigos, peritos o imputados (arts. 331 y 332 CPP).

El derecho al juicio oral es renunciable bajo determinadas con​diciones. Esto sucede, fundamentalmente, cuando el acusado manifiesta su consentimiento con la aplicación del procedimiento abreviado, ya que el efecto natural de este procedimiento será que la sentencia que se dicte estará fundada exclusivamen​te en los hechos materia de la acusación y en los antecedentes de la investigación que la fundaren, los que habrán sido acepta​dos expresamente por el acusado. El carácter de renuncia de esta manifestación es tan evidente, que la ley impone al juez que, antes de decretar este procedimiento, se cerciore de que el acusado conoce su derecho a exigir un juicio oral.

Algo similar sucede con la mecánica del procedimiento sim​plificado y el procedimiento monitorio. El procedimiento sim​plificado respeta y concretiza el derecho al juicio oral en materia de faltas. Se trata de un juicio oral de carácter especial, al cual puede, sin embargo, renunciar el imputado admitiendo su res​ponsabilidad en los hechos contenidos en el requerimiento.  En el procedimiento monitorio la regla se invierte, exigiendo del imputado una conducta activa posterior a la condena (reclamación) en orden a exigir la realización del juicio oral espe​cial que constituye el procedimiento simplificado. Esto es tanto como aceptar la renuncia tácita al juicio oral por falta de reclamación.


El derecho al juicio oral es, como llevamos dicho, una ga​rantía que se aplica y cumple en la etapa del juicio. En princi​pio, no existe una garantía constitucional que ampare la oralidad del procedimiento en sus etapas preliminares. No obstante lo anterlor, el principio de oralidad alcanza también, por declara​ción expresa del CPP, a la etapa de preparación del juicio oral, en cuanto su fase más importante, la audiencia de preparación, se desarrolla oralmente sin que se admita durante su realización la presentación de escritos. En la etapa de investigación, por su parte, el principio de oralidad tiene también aplicaciones trascendentes. Así, por ejemplo, adquiere un carácter garantista en el debate sobre prisión preventiva.

El derecho a un juicio oral aparece asociado a tres principios sin los cuales la idea misma de juicio quedaría desnaturali​zada: inmediación, continuidad y concentración.

a) El principio de inmediación

El principio de inmediación impone que el sentenciador sólo puede fallar de acuerdo con las impresiones personales que obten​ga del acusado y de los medios de prueba.

Se trata de un principio que no está reconocido autónoma​mente como garantía, pero que opera como tal en cuanto apa​rece asociado al derecho a un juicio oral, impidiendo que dicho derecho se burle por la vía de reconocer valor, en la sentencia a prueba que no haya sido producida durante el juicio. Dicho de otro modo, de nada serviría garantizar el derecho a un jui​cio oral si, al momento de la sentencia, se permitiera al tribu​nal fallar sobre la base de prueba que no ha sido rendida directamente ante él.

El principio de inmediación comprende dos aspectos:

1) Inmediación formal.‑ El tribunal que dicta la sentencia debe ha​ber observado por sí mismo la recepción de la prueba, sin po​der dejar ésta a cargo de otras personas.

Este primer aspecto del principio se concreta en nuestro CPP en diversas disposiciones que establecen la imposibilidad de de​legar la función del tribunal en la recepción de la prueba. Asi, por ejemplo, la presencia ininterrumpida de los jueces que integran el tribunal durante toda la audiencia es una condicón de validez de la misma. La ausencia de cualquiera de los jueces es considerada como motivo absoluto de nulidad para efectos de dicho recurso. Adicionalmente, el CPP establece, con carácter general, la sanción de nulidad para las actuaciones delegadas.

Como se aprecia, entonces, la inmediación formal exige que los jueces estén presentes en forma ininterrumpida durante toda  la audiencia, presenciando directamente y por sí mismos la producción de la prueba, e impedidos de delegar válidamente esta función en  funcionarios subalternos. 

2) Inmediación material: El tribunal debe extraer los hechos de la fuente por sí mismo, sin que pueda utilizar equivalentes probatorios.

Para garantizar este principio,  el CPP establece, en pri​mer término, que el tribunal debe formar su convicción sobre la base de la prueba producida durante el juicio oral. Lo an​terior  está en íntima relación con las normas que prohíben por regla general incorporar o invocar como medio de prueba ni dar lectura durante el luicio oral, a los registros y demás documentos que dieren cuenta de actuaciones realizadas por la poli​cía o el ministerio público. Del mismo modo, la ley establece que los peritos y testigos deberán ser interrogados personalmen​te y que su declaración personal no podrá ser sustituida por la lectura de los registros en que constaren anteriores declaraciones o de otros documentos que las contuvieren. La lectura de declaraciones anteriores sólo se admite muy excepcionalmente los casos previstos por la ley.

La inmediación material tiene su fundamento en el valor que se reconoce al juicio oral como instrumento para poner a prueba  la confiabilidad de la información que el tribunal recibe. Ello exige que toda la prueba que ha de fundar la sentencia se produzca durante el juicio, y que quienes actúan como peritos  o testigos estén directamente disponibles ante el tribunal para que  las partes tengan la oportunidad de someter a examen y contraexamen sus aseveraciones.‑

2. Continuidad y concentración

El principio de concentración aplicado al juicio oral exige que to​dos los actos necesarios para concluir el juiclo se realicen en la misma audiencia; el principio de continuidad alude a la exigencia de que el debate no sea interrunipido . Se trata de principios que aseguran la unidad del juicio.

En el CPP las normas sobre continuidad y concentra​ción están contenidas en los artículos 282 y 283. Ellas establecen, a nivel de principios, que la audiencia del juicio oral se desarrollará en forma continua y podrá prolongarse en sesiones sucesivas, hasta su conclusión.  Se considera como sesiones sucesivas aquellas que tuvieren lugar en el día siguien​te o subsiguiente de funcionamiento ordinario del tribunal. 

Lo anterior no significa, sin embargo, la exclusión absoluta de toda posibilidad de interrupción o suspensión. Por el contrario, el propio Código establece que el tribunal puede suspender la audiencia hasta por dos veces, pero solamente por razones de absoluta necesidad y por el tiempo mínimo necesario de acuerdo con el motivo de la suspensión. La suspención de la audiencia o la interrupción del juicio oral por un período que excediere de diez días  impedirá su continuación. En tal caso, el tribunal deberá decretar la nulidad de lo obrado en él y ordenar su reinicio.

Las normas anteriores no impiden la posibilidad de que, durante el día, el tribunal interrumpa brevemente la audiencia de​clarando recesos. Para todos los efectos, se considera que estas interrupciones no constituyen suspensión. 
Debe recordarse finalmente que es motivo absoluto de nulidad y, en consecuencia, el juicio y la sentencia serán siempre anula​dos "cuando en el Juicio oral hubieren sido violadas las disposiciones establecidas por la ley sobre... continuidad del juicio"

LÍMITES FORMALES AL ESTABLECIMIENTO DE LA VERDAD

Finalmente, formando parte del grupo de garantías individua​les ante la persecuclón penal, deben considerarse aquellas que constituyenlímites formales al establecimiento de la verdad. Se trata de garantías impuestas por el ordenamiento jurídico como lí​mites a la persecución penal del Estado y más precisamente  a la actividad probatoria desplegada por éste en el establecimien​to de la verdad.

 La extensión y alcance de estas garantías expresa el balance existente entre las necesidades de la persecución penal y el sis​tema de libertades individuales dentro de una sociedad deter​minada. Se trata de un balance que modela e integra, en definitiva, el concepto mismo de verdad procesal perseguida como objetivo del procedimiento. 

Entre estas garantías se encuentran, por ejemplo, el derecho a la privacidad, la inviolabilidad del hogar y de toda forma de comunicación privada, y las garantías vinculadas a la consid ción del imputado como órgano de prueba.

PROTECCION DE GARANTIAS

La consideración de las garantías individuales resulta un punto crucial para la comprensión del sistema procesal penal, ya que ellas modelan el procedimiento penal a través de diversas insti​tuciones que procuran su cautela.

A lo largo de nuestro estudio observaremos que existen innumerables mecanismos específicos destinados a la protección de las garantías involucradas en actuaciones determinadas del proce​dimiento. Adicionalmente, sin embargo, existen también den​tro del CPP cinco mecanismos generales orientados a la protección de las garantías del imputado o de terceros, los cuales tienen un carácter preventivo o correctivo, según el caso.

                 MECANISMOS GENERALES PREVENTIVOS 

                    PARA LA PROTECCION DE GARANTIAS

1. AUTORIZACION JUDICIAL PREVIA


El CPP establece, a nivel de principios básicos, que toda actua​ción del procedimiento que prive al imputado o a un tercero del ejercicio de los derechos que la Constitución asegura, o lo restrinja o perturbe, requerirá de autorización  judicial previa (art. 9° CPP).


La forma en que este mecanismo opera en las diferentes situaciones concretas a que dan lugar las denominadas medidas intrusivas, serán materia de estudio al  referirnos a la etapa de investigación.

2. CAUTELA DE GARANTIAS

También a nivel de principios, el CPP impone al juez de garantía la obligación de adoptar, de oficio o a petición de  parte, las me​didas necesarias para permitir que el imputado ejerza los dere​chos que le otorgan las garantías judiciales consagradas en la Constituclón Política, en las leyes o en los tratados internaciona​les ratificados por Chile y que se encuentren vigentes, en cual​quier etapa del procedimiento en que estime que dicho imputado no está en condiciones de hacerlo (art. 10 inc. 1° CPP).

El Código añade que si estas medidas no fueren suficientes para evitar que pudiere producirse una afectación sustancial de los derechos del imputado, el juez debe ordenar la suspensión del procedimiento y citar a los intervinientes a una audiencia que se celebrará con los que asistan, pudiendo luego, con el mérito de los antecedentes reunidos y de lo que en dicha au​diencia se expusiere, resolver la continuación del procedimien​to o decretar el sobreseimiento temporal del mismo (art. 10 inc. 2° CPP).

La historia de la ley evidencia que esta norma, más que sur​gir como una herramienta de carácter general para la protec​ción de las garantías del imputado, nació vinculada a la preocupaclón de la Comisión de Constitución, Legislación,  Jus​ticia y Reglamento del Senado por "el caso de aquellas perso​nas que, con posterioridad al hecho que se investiga, vean debilitadas de tal manera sus aptitudes que, si bien pudiera ser dudoso que queden comprendidas dentro del concepto norma​tivo de "enajenado mental', no se presenten en cambio mayo​res vacilaciones para concluir que no pueden acogerse en plenitud a la garantía de un racional y justo procedimiento que les asegura la Constitución Política ni a las garantías judiciales que explicita en mayor medida la Convención Americana de Derechos Humanos o Pacto de San José de Costa Rica, en particular las que configuran el derecho de defensa".

La incorporación al CPP, a nivel de principios básicos, de una disposición legal que impone al juez el deber de adoptar las medidas necesarias para permitir que el imputado ejerza sus derechos,  incluyendo entre éstas la suspensión del procedimiento, constituye una herramienta poderosa en la protección preven​tiva de sus garantías, que es consistente con otras facultades específicas que se otorgan al mismo juez durante el procedimiento (v. gr. art. 235 inc. 2° y art. 286 CPP).

Por el contrario, la opción del legislador por establecer una nueva causal de sobreseimiento temporal fundada en el reconocimiento de un estado intermedio entre la plena salud men​tal y la enajenación mental, constituye una anomalía del CPP que no tiene explicación sistemática, si se considera que el sobreseimiento temporal es también la solución que el art. 465 CPP es​tablece para el imputado que cae en enajenación mental después de iniciado el procedimiento y que el art. 464 CPP prevé la in​ternación provisional del imputado que sufriere una "grave al​teración o insuficiencia en sus facultades mentales que hicieren temer que atentará contra sí o contra otras personas".

MECANISMOS GENERALES CORRECTIVOS 

                     
      PARA LA PROTECCION DE GARANTIAS

1. NULIDAD PROCESAL

La nulidad procesal opera como un mecanismo correctivo de protección de garantías cuando la infracción que la motiva ha impedido el pleno ejercicio de las garantías y de los derechos reconocidos en la Constitución, o en las demás leyes de la Re​públicablica. En estos casos, la ley presume de derecho la existencia del perjuicio exigido por la ley como requisito para la declara​cíón de nulidad (art 160 CPP).


Analizaremos la nulidad procesal conjuntamente con el re​curso de nulidad, al tratar de los recursos.

2. EXCLUSION DE PRUEBA ILICITA

Se trata de uno de los mecanismos correctivos más poderosos para la protección de garantías establecido por el CPP, ya que permite al juez excluir, para el juicio oral, las pruebas que provinieren de actuaciones o diligencias que hubieren sido declaradas nulas y aquellas que hubleren sido obtenidas con inobservancia de ga​rantías fundamentales.

Este mecanismo será materia de análisis pormenorizado al tratar de la preparación del juicio oral.

3. RECURSO DE NULIDAD

Opera como un mecanismo de protección de garantías cuando se funda en la causal prevista por el art. 373 letra a) CPP, esto es. haberse infringido sustancialmente, en la tramitación del juicio o en el pronunciamiento de la sentencia, derechos o garantias asegurados por la Constitución o por los tratados internacionales ratificados por Chile que se encuentren vigentes.

Analízaremos también este recurso en la oportunidad señalada.


DERECHO PROCESAL PENAL

Politica criminal
El Derecho procesal penal.

Sistemas de enjuiciamiento criminal.

Evolucion historica del proceso penal en Chile.

Críticas al sistema procesal penal vigente

La Reforma procesal penal. Sus aspectos.
 I. EL NUEVO PROCESO PENAL
Instrumentos jurídicos del proceso de  la Reforma en Chile.

Fundamentos de legitimación del nuevo proceso penal.

II. PRINCIPIOS Y GARANTIAS DEL SISTEMA PROCESAL PENAL CHILENO

1.- PRINCIPIOS DE LA PERSECUCIÓN PENAL

1) Principio de oficialidad


a) Respecto al inicio del procedimiento 







b )Respecto a la disponibilidad de la pretensión penal





2). Principios de investigación oficial y aportación de parte




3). Principio acusatorio 

a)Distribución funciones de acusación y decision   



b)Distribución funciones de investigación y de​cisión 

4) Principios de legalidad y oportunidad 


1. Principio de legalidad  

2. Principio de oportunidad 

a) descriminalización 

b) eficiencia del sistema 

2.- GARANTÍAS INDIVIDUALES ANTE LA PERSECUCIÓN PENAL 





1. Garantías de la organización judicial

 

a) Derecho al juez independiente 

 

b) Derecho al juez imparcial 

 

Concentración de las funciones de investigar y decidir 




Concentración de las funciones de acusar y decidir . 




c) Derecho al juez natural

2. Garantías generales del procedimiento 



a) Derecho al juicio previo 

- Derecho a la sentencia judicial de conde​na como      

  fundamento de la pena 




- Derecho a un proceso previo legalmente tramitado



b) Derecho a ser juzgado dentro de un plazo razonable 



c) Derecho de defensa 



d) Derecho a la presunción de inocencia 

- La carga de la prueba corresponde al Estado     



- El imputado debe ser tratado como inocente



 

e) Inadmisibilidad de la persecución penal múltiple 

3. Garantías del juicio 



a) Derecho a juicio público 



b) Derecho a juicio oral 


 

1. El principio de inmediación 

       


2. Los principios de continuidad y concentracion  

4.- Límites formales al establecimiento de la verdad.

PROTECCION DE GARANTIAS







1 . Mecanismos generales preventivos para la protección de garantías 




1.1. Autorización judicial previa 


1.2. Cautela de garantías 

2. Mecanismos generales correctivos para la protección de garantías.

l. Nulidad procesal 


2. Exclusión de prueba ilícita 

3. Recurso de nulidad .   

� Texto tomado de “Derecho Procesal Penal”,  de don José Cafferata Nores, Profesor de Derecho Procesal de la Universidad de Córdoba, Argentina, adaptado a la normativa y realidad chilena.


� Texto: Mera, Jorge «Bases de una Política Criminal en un Estado de Derecho». Cuadernos de Trabajo Nº 2, Universidad D. Portales.





� "Art. 8 CADH . Garantías judiciales. 1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y, dentro de un plazo razonable, por un juez o tri�bunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la lev, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil, laboral, fis�cal o de cualquier otro carácter. 2. Toda persona inculpada de delito tiene dere�cho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmenle su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas: a) derecho del inculpado de ser asistido gra�tuitamente por el traductor o intérprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal; b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acu�sación formulada; c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecua�dos para la preparación de su defensa; d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor; e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legisla�ción interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defen�sor dentro del plazo establecido por la ley; f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testi�gos o peritos, de otras personas que puedan arrojar luz sobre los hechos; g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo ni a declararse culpable, y h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior."





� .... El proyecto de ley del CPP enviado por el Ejecutivo no utilizaba la expre�sión "Juez de garantía", sino "juez de control de la instrucción". En su segundo trámite constitucional la Comisión de Constitución, Legislación, justicia y Regla�mento del Senado acogió por unanimidad de sus miembros dos indicaciones pre�sentadas (indicación N° 10, del Senador Parra, y N° 10 bis, de los Senadores Cordero y Stange, para reemplazar la frase "Juez de control de la instrucción" por " juez de garantía", por estimar que es la denominación adecuada "dado que su función no es controlar la instrucción sino garantizar el respeto de las garantías constitucionales de los intervinientes". Este acuerdo fue corroborado por la aprobación ulterior de la ley N° 19.665 de 9 de marzo de 2000, que reformó el Código Orgánico de Tribunales, consagrando la denominación de juez de garantía o juez de juzgado de Garantía. Sin embargo, el proyecto del Ejecutivo no hablaba de juez "de garan�tía" �sino "de garantías", en plural. La expresión "juez de garantía" usada así, en singular, obedece a una indicación del Senador Parra durante la tramitación del proyecto de reforma al Código Orgánico de Tribunales, en el sentido de que la función del juez sería "hacer efectiva la garantía del debido proceso consagrada en el nu�meral 2° (sic) de la Constitución Política, por lo que la expresión "garantía" debe ser usada en singular".
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